
P R O Y E C T O S  D E  L E Y 

DIRECTORES: 

(Artículo 36,  Ley 5ª de 1992)
IMPRENTA   NACIONAL   DE   COLOMBIA

www.imprenta.gov.co

SENADO Y CÁMARA

AÑO XXVII - Nº 113     Bogotá, D. C., jueves, 5 de abril de 2018  EDICIÓN  DE  44  PÁGINAS

REPÚBLICA   DE   COLOMBIA

RAMA  LEGISLATIVA  DEL  PODER  PÚBLICO

S E N A D O   D E   L A   R E P Ú B L I C A

JORGE HUMBERTO MANTILLA SERRANO
SECRETARIO  GENERAL  DE  LA  CÁMARA

www.camara.gov.co 

GREGORIO ELJACH PACHECO
SECRETARIO  GENERAL  DEL  SENADO

www.secretariasenado.gov.co 

G A C E T A   D E L   C O N G R E S O
I S S N  0 1 2 3  -  9 0 6 6

PROYECTO DE LEY NÚMERO 204 DE 2018 
SENADO

 

de Injuria y Calumnia.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. 

Código Penal sobre la retractación en los delitos de 
injuria y calumnia.

Artículo 2°. . Modifíquese el 
artículo 225 del Código Penal sobre la retractación 
en los delitos de injuria y calumnia, el cual quedará 
así:

Artículo 225. Retractación. No habrá lugar a 

Parágrafo

Artículo 3°. Vigencia. La presente ley rige a partir 
de su promulgación.

De los honorables Congresistas,

I. EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

del presente proyecto de ley, y argumentar la 
relevancia de aprobación del mismo, este acápite 
se ha divido en seis (6) partes que presentan 
de forma ordenada la importancia del tema, las 
cuales son las siguientes:

1. Antecedentes y descripción del problema.
2. Objetivos del proyecto de ley.
3. Fundamento constitucional y legal, y

1. 
Esta iniciativa legislativa se presenta por la 

necesidad que surge de regular la retractación 
contemplada para los delitos de injuria y calumnia 
establecida en el artículo 225 del Código Penal, 
dado que la actual regulación pareciera que 
privilegia a quien cometiere el delito y no a la 
víctima, en la medida que el victimario puede 
retractarse hasta antes de la sentencia de primera 
o única instancia y no habrá responsabilidad 
penal.

Considerando lo anterior, y que en la actualidad 
se presentan bastantes problemas por la comisión de 
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estos delitos, y así mismo que la retractación hace 
que la víctima sea perjudicada y no tenga derecho 
a su reparación dado que la responsabilidad penal 

establecida en al artículo 225 del Código Penal, en la 
medida que se estimule que el proceso penal termine 
antes de la audiencia de imputación, de no ser así 
habría responsabilidad penal con disminución de la 

Esta regulación propuesta evita un desgaste 
judicial potencial innecesario, y contribuye a 
descongestionar la justicia de procesos judiciales que 

última medida, pero que no terminan 
en la aplicación efectiva de la sanción penal, pues 
como se denotó basta la retractación para que todo 
lo actuado sea en vano.

Debe hacerse énfasis en que esta circunstancia 
actual propicia que se cometa este delito y en últimas 
el victimario no sea sancionado, lo que produce 
diferentes efectos dañinos a la víctima en el lapso 
que dura la injuria o calumnia hasta la retractación, 

se deja sin protección a la víctima, quien ha sufrido 
diferentes tipos de perjuicios en este tiempo y quien 
no podrá obtener reparación alguna.

Cabe destacar que este problema va en contravía 
del derecho al buen nombre y a la honra consagrado 
en los artículos 2°, 15 y 21 de la Constitución 
Política de Colombia, así como diferentes tratados 
internacionales donde también se protegen estas 
garantías, tales como la Declaración Universal de 
los Derechos Humanos, la Declaración Americana 
de los Derechos y Deberes del Hombre, El Pacto 
Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, 
y la Convención Americana sobre los Derechos 
Humanos, entre otras.

Con base en todo lo anterior, es necesario regular 
la retractación contemplada en el artículo 225 del 
Código Penal y proteger realmente el bien jurídico de 

de perjuicios en el tiempo que dura el proceso penal 
por estos delitos, para lo cual se propone la siguiente 

COMPARACIÓN DE LOS CAMBIOS PROPUESTOS

. . 
No habrá lugar a responsa-
bilidad si el autor o partícipe 
de cualquiera de las conduc-
tas previstas en este título, se 
retractare voluntariamente 
antes de proferirse sentencia 
de primera o única instancia, 
siempre que la publicación 
de la retractación se haga 
a costa del responsable, se 
cumpla en el mismo medio 
y con las mismas caracterís-
ticas en que se difundió la 
imputación o en el que seña-
le el funcionario judicial, en 
los demás casos.

. . 
No habrá lugar a responsa-
bilidad si el autor o partícipe 
de cualquiera de las conduc-
tas previstas en este título, se 
retractare voluntariamente 

primera audiencia de impu-
tación.

Si el autor o partícipe de 
cualquiera de las conductas 
previstas en este título, se 
retractare voluntariamente 

primera audiencia de acusa-
ción, la pena se reducirá has-
ta la mitad.

COMPARACIÓN DE LOS CAMBIOS PROPUESTOS

No se podrá iniciar acción 
penal, si la retractación o 

antes de que el ofendido for-
mule la respectiva denuncia.

Si el autor o partícipe de 
cualquiera de las conductas 
previstas en este título, se 
retractare voluntariamente 
antes de proferirse sentencia 
de primera o única instancia, 
la pena se reducirá hasta una 
tercera parte.

No se podrá iniciar acción 
penal, si la retractación o 

antes de que el ofendido for-
mule la respectiva denuncia.

. La publicación 
de la retractación tiene que 
ser a costa del responsable, y 
debe darse en el mismo me-
dio y con las mismas carac-
terísticas en que se difundió 
la imputación o en el que se-
ñale el funcionario judicial, 
en los demás casos.

2. 
El objetivo general del proyecto de Ley es el 

siguiente:
• Regular el artículo 225 del Código Penal so-

bre la retractación en los delitos de injuria y 
calumnia.

A través de esta declaratoria, se pretende conse-

- Proteger el Derecho a la honra y buen nom-
bre.

- Evitar la congestión judicial por los delitos 
de injuria y calumnia.

delitos de injuria y calumnia.
- Crear conciencia en la sociedad sobre las 

incidencias y consecuencias por la comisión de los 
delitos de injuria y calumnia.

3. 

fuentes normativas que rigen el presente proyecto de 

iniciativa presentada.
3.1. 
Como se mencionó, en la Constitución Política 

de Colombia hay diferentes artículos que protegen la 
Honra y el Buen Nombre de las personas en nuestro 
país, tales son los artículos 2, 15 y 21 de la Carta 
Política, los cuales se transcriben :

Artículo 2°. : 
servir a la comunidad, 

; facilitar la participación de todos en 
las decisiones que los afectan y en la vida económica, 
política, administrativa y cultural de la Nación; 
defender la independencia nacional, mantener la 
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integridad territorial y asegurar la convivencia 

, y para 
asegurar el cumplimiento de los deberes sociales 
del Estado y de los particulares. (Resaltado fuera de 

 
a su intimidad personal y familiar y a 

, y 
. De igual modo, tienen derecho a conocer, 

recogido sobre ellas en bancos de datos y en archivos 
de entidades públicas y privadas. (Resaltado fuera 

(…)

. La ley señalará la forma de su protección. 

3.2. 
Sobre la legislación aplicable al asunto, cabe 

destacar que principalmente es lo referente al 
Título V del Código Penal sobre los delitos contra 
la integridad moral, dado que en este apartado 
se regulan los delitos de injuria y calumnia, y 
también lo respectivo a la retractación que se 

lo siguiente:
TÍTULO V

DELITOS CONTRA LA INTEGRIDAD MORAL
CAPÍTULO ÚNICO

. Injuria. El que haga a otra persona 
imputaciones deshonrosas, incurrirá en prisión 

mil (1.000) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes.

. Calumnia. El que impute 
falsamente a otro una conducta típica, incurrirá 
en prisión de uno (1) a cuatro (4) años y multa de 

mensuales vigentes.
(…)

. . No habrá lugar a 
responsabilidad si el autor o partícipe de cualquiera 
de las conductas previstas en este título, se retractare 
voluntariamente antes de proferirse sentencia de 
primera o única instancia, siempre que la publicación 
de la retractación se haga a costa del responsable, 
se cumpla en el mismo medio y con las mismas 
características en que se difundió la imputación o en 
el que señale el funcionario judicial, en los demás 
casos.

No se podrá iniciar acción penal, si la retractación 

ofendido formule la respectiva denuncia.

3.3. 
Sobre el asunto a tratar y la jurisprudencia 

relacionada con el tema, vale la pena destacar 
tres pronunciamientos de la Corte Constitucional 

la Sentencia C-489 de 2002, donde se declaró 
constitucional el numeral 8 del artículo 82 del 
Código Penal, donde se establece como causal 

retractación. En segundo lugar, se encuentra la 
Sentencia C-417 de 2009, pronunciamiento en el 

del artículo 224 del Código Penal que no permitía 
aportar pruebas en caso de injuria y calumnia 
en contra y relación de un sujeto que ya había 
obtenido sentencia absolutoria sobre los hechos 
que versan las imputaciones desfavorables. Por 
último, está el caso de la Sentencia C-635 de 
2014 donde recordó pronunciamientos anteriores, 
y entiende que la retractación es constitucional y 
legítima.

Como se observó en el marco normativo, 

en nuestro ordenamiento jurídico, sin embargo, es 

medida que se evite incurrir en procesos judiciales 
innecesarias y sobre todo se proteja efectivamente 
el buen nombre y honra de los ciudadanos de 
nuestro país.

4. 
De conformidad con lo presentado, pero 

2003, los gastos que genere la presente iniciativa 
se entenderán incluidos en los presupuestos y en 
el Plan Operativo Anual de Inversión de la entidad 
competente. Teniendo en cuenta lo anterior, el 
presente proyecto de ley no tiene un impacto 

Central o cualquier otra entidad pública, por el 

la Rama Judicial en la medida que se tiende a su 
descongestión.

a consideración del Congreso de la República 
el presente proyecto, esperando contar con su 
aprobación.

De los honorables Congresistas,

SENADO DE LA REPÚBLICA
Secretaría General  

(Arts. 139 y ss. Ley 5ª de 1992)
El día 3 del mes de abril del año 2018 se radicó en 

este Despacho el Proyecto de ley número 204, con 
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todos y cada uno de los requisitos constitucionales y 
legales, por el honorable Senador 

El Secretario General,

SENADO DE LA REPÚBLICA
SECRETARÍA GENERAL

Tramitación de Leyes
Bogotá, D. C., 3 de abril de 2018
Señor Presidente:

204 de 2018 Senado, 

, me permito 

iniciativa, presentada el día de hoy ante la Secretaría 
General del Senado de la República por el honorable 
Senador La materia de que 
trata el mencionado proyecto de ley es competencia 
de la Comisión Primera Constitucional Permanente 
del Senado de la República, de conformidad con las 
disposiciones Constitucionales y legales.
El Secretario General,

PRESIDENCIA DEL HONORABLE 
 SENADO DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 3 de abril de 2018
De conformidad con el informe de Secretaría 

General, dese por repartido el precitado proyecto de 
ley a la Comisión Primera Constitucional y envíese 
copia del mismo a la Imprenta Nacional para que sea 
publicado en la Gaceta del Congreso.

Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la 

República,

El Secretario General del honorable Senado de 
la República,

* * *

PROYECTO DE LEY NÚMERO 206 DE 2018 
SENADO

 
 

El Congreso de Colombia
DECRETA:

CAPÍTULO I
 

Artículo 1°. Adiciónese al artículo 10 de la Ley 
23 de 1982 el siguiente parágrafo:

 En todo proceso relativo al derecho 
de autor, y ante cualquier jurisdicción se presumirá, 

salvo prueba en contrario, que la persona bajo 
cuyo nombre, seudónimo o su equivalente se haya 
divulgado la obra, será el titular de los derechos 
de autor. También se presumirá, salvo prueba en 
contrario, que la obra se encuentra protegida.

Artículo 2°. Adiciónese al artículo 11 de la Ley 
23 de 1982 el siguiente parágrafo:

 Cuando la protección de un 

en un fonograma se otorgue en virtud del criterio 

que dicha interpretación, ejecución o fonograma es 

publicación se realice dentro de los treinta (30) días 
siguientes a la publicación inicial en otro país.

Artículo 3°. Modifíquese el artículo 12 de la Ley 
23 de 1982 el cual quedará así:

. El autor o, en su caso, sus 
derechohabientes, tienen sobre las obras literarias 

prohibir:
a) La reproducción de la obra bajo cualquier 

manera o forma, permanente o temporal, me-
diante cualquier procedimiento incluyendo el 
almacenamiento temporal en forma electró-
nica.

b) La comunicación al público de la obra por 
cualquier medio o procedimiento, ya sean es-
tos alámbricos o inalámbricos, incluyendo la 
puesta a disposición al público, de tal forma 
que los miembros del público puedan tener 
acceso a ella desde el lugar y en el momento 
que cada uno de ellos elija.

c) La distribución pública del original y copias 
de sus obras, mediante la venta o a través de 
cualquier forma de transferencia de propie-
dad.

d) La importación de copias hechas sin autori-

e) El alquiler comercial al público del original o 
de los ejemplares de sus obras.

f) La traducción, adaptación, arreglo u otra 
transformación de la obra.

Parágrafo. El derecho a controlar la distribución 
de un soporte material se agota con la primera 
venta hecha por el titular del derecho o con su 
consentimiento, únicamente respecto de las 
sucesivas reventas, pero no agota ni afecta el 

comercial y préstamo público de los ejemplares 
vendidos.

Artículo 4°. Modifíquese el artículo 27 de la Ley 
23 de 1982, el cual quedará así:

. En todos los casos en que una obra 
literaria o artística tenga por titular del derecho de 

la obra.
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Si dentro de los 50 años siguientes a la creación 

del año calendario de la creación de la obra.
Artículo 5°. Adiciónese al Capítulo XII de la Ley 

23 de 1982, un artículo 164 BIS el cual quedará así:
 Para los efectos de la presente 

ley se entiende por:
a)  La transmisión al público por 

medios inalámbricos o por satélite de los so-
nidos o sonidos e imágenes, o representacio-
nes de los mismos; incluyendo la transmisión 

público por el organismo de radiodifusión o 
con su consentimiento; radiodifusión no in-
cluye las transmisiones por las redes de com-
putación o cualquier transmisión en donde 
tanto el lugar como el momento de recepción 
pueden ser seleccionados individualmente 
por miembros del público.

b) -
-

. Solamente para los 
efectos del artículo 173 de la presente ley, es 
la transmisión al público, por cualquier me-
dio que no sea la radiodifusión, de sonidos 
de una interpretación o ejecución o los soni-

en un fonograma. Para los efectos de los de-
rechos reconocidos a los artistas intérpretes 
o ejecutantes y productores de fonogramas, 
la comunicación al público incluye también 
hacer que los sonidos o las representaciones 

audibles al público.
c) -

-
 La transmisión al público por cual-

quier medio y por cualquier procedimiento 

grabación audiovisual.
Artículo 6°. Modifíquese el artículo 165 de la 

Ley 23 de 1982, el cual quedará así:
 La protección ofrecida por las 

normas de este capítulo no afectará en modo alguno 
la protección del derecho del autor sobre las obras 

la presente ley. En consecuencia, ninguna de las 
disposiciones contenidas en él podrá interpretarse 
en menoscabo de esa protección.

derecho de autor, por una parte, y los derechos de 
los artistas, intérpretes o ejecutantes y productores 
de fonogramas, por otra parte, en aquellos casos en 

de una obra contenida en un fonograma como del 
artista intérprete o ejecutante o productor titular de 
los derechos del fonograma, el requerimiento de 

artista intérprete o ejecutante o del productor de 
fonogramas.

Así mismo, en aquellos casos en donde sea 

obra contenida en un fonograma como del artista 
intérprete o ejecutante o del productor titular de 
los derechos del fonograma, el requerimiento de 

Artículo 7°. Modifíquese el artículo 166 de la 
Ley 23 de 1982, el cual quedará así:

 Los artistas intérpretes o 
ejecutantes, tienen respecto de sus interpretaciones 

prohibir:
a) La radiodifusión y la comunicación al públi-

co de sus interpretaciones o ejecuciones no 

ejecución constituya por sí misma una ejecu-
ción o interpretación radiodifundida;

-

c) La reproducción de sus interpretaciones o 

forma, permanente o temporal, mediante 
cualquier procedimiento incluyendo el alma-
cenamiento temporal en forma electrónica;

d) La distribución pública del original y copias 

en fonograma, mediante la venta o a través de 
cualquier forma de transferencia de propie-
dad;

e) El alquiler comercial al público del original 
y de los ejemplares de sus interpretaciones o 

artista intérprete o ejecutante o con su autori-

f) La puesta a disposición al público de sus in-
-

gramas, de tal forma que los miembros del 
público puedan tener acceso a ella desde el 
lugar y en el momento que cada uno de ellos 
elija.

. El derecho a controlar la distribución 
de un soporte material se agota con la primera 
venta hecha por el titular del derecho o con su 
consentimiento, únicamente respecto de las 
sucesivas reventas, pero no agota ni afecta el 

comercial y préstamo público de los ejemplares 
vendidos.

Artículo 8°. Modifíquese el artículo 172 de la 
Ley 23 de 1982, el cual quedará así:

 El productor de fonogramas tiene 
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a) La reproducción del fonograma por cualquier 
manera o forma, temporal o permanente, me-
diante cualquier procedimiento incluyendo el 
almacenamiento temporal en forma electró-
nica;

b) La distribución pública del original y copias 
de sus fonogramas, mediante la venta o a tra-
vés de cualquier forma de transferencia de 
propiedad;

c) La importación de copias del fonograma;
d) El alquiler comercial al público del original y 

de los ejemplares de sus fonogramas incluso 

e) La puesta a disposición al público de sus fo-
nogramas, de tal forma que los miembros del 
público puedan tener acceso a ellos desde el 
lugar y en el momento que cada uno de ellos 
elija.

. El derecho a controlar la distribución 
de un soporte material se agota con la primera 
venta hecha por el titular del derecho o con su 
consentimiento, únicamente respecto de las 
sucesivas reventas, pero no agota ni afecta el 

comercial y préstamo público de los ejemplares 
vendidos.

Artículo 9°. Adiciónese al artículo 175 de la Ley 
23 de 1982 el siguiente parágrafo:

. En todo proceso relativo a los derechos 

salvo prueba en contrario, que las personas bajo cuyo 
nombre o seudónimo o marca u otra designación, se 
hubiere divulgado la interpretación o ejecución o el 

También se presumirá, salvo prueba en contrario, 
que la interpretación, ejecución o el fonograma se 
encuentran protegidos.

Artículo 10. Adiciónese al artículo 182 de la Ley 
23 de 1982 el siguiente parágrafo segundo:

°. Las personas naturales o 
jurídicas, a las que en virtud de acto o contrato se 

derechos ante cualquier jurisdicción.
Artículo 11. Modifíquese el artículo 2° de la Ley 

de 1982, el cual quedará así:
. Los derechos consagrados a favor de 

los artistas intérpretes o ejecutantes, los productores 
de fonogramas y los organismos de radiodifusión 
tendrán la siguiente duración:

a) Cuando el titular sea persona natural, la pro-
tección se dispensará durante su vida y 80 
años más a partir de su muerte.

b) Cuando el titular sea persona jurídica, el pla-

de la interpretación, ejecución o del fonograma. 

fonograma;

emisión de radiodifusión.
Artículo 12. 

.
Independientemente de que concurra una 

infracción al derecho de autor o a los derechos 

realice cualquiera de las siguientes conductas:
-

gicas efectivas impuestas para controlar el 
acceso a una obra, interpretación o ejecución 
o fonograma protegidos, o que protegen cual-
quier derecho de autor o cualquier derecho 

-
blico, suministre o de otra manera comercia-
lice dispositivos, productos o componentes, u 

respecto de cualquier medida tecnológica 
efectiva:

1. Sean promocionados, publicitados o comer-

medida; o
2. Tengan un limitado propósito o uso comer-

dicha medida; o
3. Sean diseñados, producidos, ejecutados prin-

elusión de dicha medida.
c) Con conocimiento de causa, o teniendo moti-

información sobre la gestión de derechos.
2. Distribuya o importe para su distribución, in-

formación sobre gestión de derechos que ha 

3. Distribuya, importe para su distribución, 
emita, comunique o ponga a disposición del 
público copias de las obras, interpretaciones 
o ejecuciones o fonogramas, con información 
sobre gestión de derechos suprimida o altera-

Parágrafo 1°. Para los efectos de la presente 
ley se entenderá por medida tecnológica efectiva 
la tecnología, dispositivo o componente que, en el 
curso normal de su operación, sea apta para controlar 
el acceso a una obra, interpretación o ejecución o 
fonograma protegido, o para proteger cualquier 

accidentalmente.
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Parágrafo 2°. Para los efectos de la presente 
ley se entenderá por información sobre la gestión 

interpretación o ejecución o fonograma; al autor 
de la obra, al artista intérprete o ejecutante de 
la interpretación o ejecución, o al productor del 
fonograma; o al titular de cualquier derecho sobre 
la obra, interpretación o ejecución o fonograma; 
o información sobre los términos y condiciones 

ejecuciones o fonogramas; o cualquier número o 
código que represente dicha información, cuando 
cualquiera de estos elementos de información estén 
adjuntos a un ejemplar de la obra, interpretación o 

comunicación o puesta a disposición al público de 
una obra, interpretación o ejecución o fonograma.

Parágrafo 3°. Medidas cautelares. En los procesos 
civiles que se adelanten como consecuencia de la 
infracción a los derechos patrimoniales de autor 

actividades descritas en este artículo de la presente 
ley, son aplicables las medidas cautelares propias de 
los procesos declarativos establecidas por el Código 
General del Proceso.

por la elusión de las medidas tecnológicas. Las 

los literales a) y b) del artículo anterior son las 
siguientes, las cuales serán aplicadas en consonancia 
con los parágrafos de este artículo.

a) Actividades de buena fe no infractoras de in-

programa de computación obtenida legal-
mente, siempre que los elementos particu-
lares de dicho programa no hubiesen estado 
a disposición inmediata de la persona invo-
lucrada en dichas actividades, con el único 
propósito de lograr la interoperabilidad de un 
programa de computación creado indepen-
dientemente con otros programas.

b) Actividades de buena fe no infractoras, reali-

legalmente una copia, interpretación o ejecu-
-

tación o ejecución o fonograma, y que haya 

en la medida necesaria, y con el único propó-
-

c) La inclusión de un componente o parte con 

al contenido inapropiado en línea en una tec-
nología, producto, servicio o dispositivo que 
por sí mismo sea diferente de los menciona-
dos en el literal b) del artículo 12.

d) Actividades de buena fe no infractoras au-

sistema de cómputo o red de cómputo con el 

seguridad de dicha computadora, sistema de 
cómputo o red de cómputo.

e) El acceso por parte de bibliotecas, archivos o 
instituciones de todos los niveles educativos, 

o ejecución o fonograma a la cual no tendrían 
-

mar decisiones sobre adquisiciones.

-

persona natural, de manera que no tenga otro 
efecto en la capacidad de cualquier persona 
de obtener acceso a cualquier obra.

g) Usos no infractores de una obra, interpreta-
ción o ejecución, fonograma o emisión, am-

una clase particular de obras interpretaciones 
o ejecuciones, fonogramas o emisiones, te-

sustancial de un impacto adverso real o po-
tencial en aquellos usos no infractores.

El Gobierno nacional a través de la Unidad 
Administrativa Especial Dirección Nacional de 
Derecho de Autor hará una revisión periódica, en 
intervalos de no más de tres años, para determinar 
la necesidad y conveniencia de emitir un concepto 
en que se consagren los usos no infractores que han 

Los usos no infractores mencionados en el concepto 
de la Dirección Nacional de Derecho de Autor serán 
permanentes, pero susceptibles de revocación, si 

o si hay evidencia sustancial de que la necesidad de 

Para esta revisión la Unidad Administrativa 
Especial Dirección Nacional de Derecho de Autor 
evaluará las inquietudes que sean planteadas a 
través de la Subcomisión de Derecho de Autor de 
la Comisión Intersectorial de Propiedad Intelectual 

titulares de derechos.
h) Usos no infractores de una obra, interpreta-

ción o ejecución, fonograma o emisión, am-

establecidas por la ley en favor de toda per-
sona con y/o en situación de discapacidad en 
los términos de la Ley 1618 de 2013, que, en 

pueda acceder a las obras en los modos, me-
dios y formatos de comunicación accesibles 
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de su elección y adecuados a su tipo de disca-
pacidad.

-
tigación, protección, seguridad de la informa-
ción o inteligencia, llevada a cabo por em-
pleados, agentes o contratistas del gobierno. 
Para los efectos de este numeral la seguridad 
de la información comprende, entre otras ac-
tividades, pruebas de vulnerabilidad, hacking 
ético y análisis forense, llevadas a cabo para 

computadora, un sistema de cómputo o una 
red de cómputo gubernamentales.

conductas establecidas en el presente artículo 
aplican para las medidas tecnológicas efectivas 
que controlen el acceso a una obra, interpretación 
ejecución o fonograma.

Parágrafo 2°. A las actividades relacionadas 

medidas tecnológicas que controlen el acceso a una 
obra, interpretación, ejecución o fonograma, solo 

literales a), b), c), d) del presente artículo.
Parágrafo 3°. A las actividades relacionadas en el 

tecnológicas que protegen cualquier derecho de 

artículo.
Artículo 14. Las disposiciones de los artículos 

1° a 13 de la presente ley se aplicarán a todas las 
obras, interpretaciones, ejecuciones, fonogramas y 
emisiones que, al momento de la entrada en vigencia 
de la presente ley no hayan pasado al dominio 
público.

Artículo 15. . Quien 
incorpore una medida tecnológica para controlar 

interpretaciones o ejecuciones, fonogramas o 
emisiones de los organismos de radiodifusión está 

El alcance de esta información, así como la 
responsabilidad de los titulares de derechos estará 
enmarcada dentro de los parámetros establecidos 
en la Ley 1480 de 2011 “por medio de la cual se 

disposiciones” así como aquellas normas que la 

Artículo 16. 
. Sin perjuicio 

Decisión Andina 351 de 1993, en la Ley 23 de 1982 
y en la Ley 1680 de 2013, se crean las siguientes:

a) La reproducción temporal en forma electró-
nica de una obra, interpretación o ejecución, 

-
toria o accesoria, que forme parte integrante 
y esencial de un proceso tecnológico y cuya 

-
misión en una red informática entre terceras 

lícita de una obra, interpretación o ejecución, 

independiente.

reproducción temporal en forma electrónica incluye, 
los procesos tecnológicos que sean necesarios en la 
operación ordinaria de computadores, dispositivos 
digitales o de internet, siempre y cuando se cumplan 
con los requisitos mencionados en el párrafo anterior.

b) El préstamo por una biblioteca, archivo o 
centro de documentación, cuyas actividades 

lucro, de copias o ejemplares de obras, inter-
pretaciones o ejecuciones artísticas, fonogra-

en las colecciones permanentes de esta y hu-
biesen sido lícitamente adquiridas.

c) La puesta a disposición por parte de biblio-
tecas, archivos o centros de documentación, 

-
dos en sus propios locales o en función de 

de investigación o estudio personal de sus 
usuarios, de obras, fonogramas, grabaciones 

-
te adquiridas y que no estén sujetas a condi-
ciones de adquisición o licencia.

d) Se permitirá la transformación de obras lite-
rarias y artísticas divulgadas, siempre que se 

implique un riesgo de confusión con la obra 
originaria.

e) Se permitirá la reproducción por medios re-
-

todos los niveles educativos, en la medida 
-

culos lícitamente publicados en periódicos o 

obras lícitamente publicadas, y obras aisladas 

-
forme a los usos honrados y que la misma no 
sea objeto de venta u otra transacción a título 

-
nes de lucro. Lo anterior siempre que se in-
cluya el nombre del autor y la fuente.

Artículo 17. 
excepciones. El Gobierno nacional, a través de la 
Dirección Nacional de Derecho de Autor hará una 

intervalos de tres años o cuando lo estime necesario, 
con el objetivo de determinar la necesidad y 
conveniencia de presentar ante el Congreso de la 
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República un proyecto de ley que reforme o consagre 

Dicho proyecto deberá observar las reglas 
establecidas en los tratados internacionales 

los autores y titulares, con los avances tecnológicos 
y otros derechos fundamentales.

CAPÍTULO II

Artículo 18. . Para los efectos 
de esta ley se entenderá por obras huérfanas las 
obras o fonogramas que estén protegidas por el 

falta de publicación, cuya primera radiodifusión 
haya tenido lugar en Colombia, en los que ninguno 
de los titulares de los derechos sobre dicha obra o 

efectuado una búsqueda diligente de los mismos, 
debidamente registrada con arreglo al artículo 21.

Artículo 19. . Si 

obra o un mismo fonograma y no todos ellos han sido 

búsqueda diligente, debidamente registrada con 
arreglo al artículo 21, la obra o el fonograma se 

siempre que los titulares de derechos que hayan sido 

relación con los derechos que ostenten.

aplicación para hacer uso de obras huérfanas. Podrán 
hacer usos de las obras huérfanas que se encuentren 
en sus repositorios, las bibliotecas, centros de 

archivos, organismos de conservación del patrimonio 

radiodifusión, con domicilio en Colombia, con el 

siempre y cuando este sea de interés público, y se 
trate de:

a) Obras publicadas en forma de libros, revis-

-

o museos, accesibles al público, así como en 
las colecciones de archivos o de organismos 
de conservación del patrimonio cinematográ-

accesibles al público, así como en las colec-
ciones de archivos o de organismos de con-

sonoro;

los fonogramas producidos por organismos 

archivos y que estén protegidas por derechos 

de autor y que hayan sido publicadas por pri-

cuya primera radiodifusión haya tenido lugar 
en Colombia.

Parágrafo 1°. Las obras y los fonogramas a que 
se hace referencia en los literales a), b) y c), que 
nunca hayan sido publicados ni radiodifundidos en 
Colombia, pero que hayan sido puestos a disposición 
del público por las entidades mencionadas en otros 
países, con el consentimiento de los titulares de 

que los titulares de derechos no se opondrían a los 
usos contemplados en el artículo 23.

Parágrafo 2°. Las normas de este capítulo se 
aplicarán también a las obras y otras prestaciones 
protegidas que estén insertadas o incorporadas en 

apartados anteriores o que formen parte integral de 
estos.

Artículo 21. Búsqueda diligente. A efectos de 
determinar si una obra o un fonograma son obras 
huérfanas, las entidades mencionadas en el artículo 
20, efectuarán una búsqueda diligente y de buena 
fe por cada obra u otra prestación protegida, 
consultando para ello las fuentes adecuadas en 
función de la categoría de obra y de cada prestación 
protegida independientemente consideradas. La 
búsqueda diligente se efectuará con carácter previo 
al uso de la obra o del fonograma.

La búsqueda diligente se efectuará, en el lugar 
de la primera publicación o, a falta de publicación, 

información pertinente sobre los titulares de 
derechos, deberá efectuarse asimismo una consulta 
de las fuentes de información disponibles en esos 
países.

parágrafo 1°, la búsqueda diligente deberá efec-
tuarse en el país en el que se encuentre establecida 
la entidad que haya puesto la obra o el fonograma 
a disposición del público con el consentimiento del 
titular de derechos.

El Gobierno nacional, a través del Ministerio 
del Interior y con la coordinación de la Dirección 
Nacional de Derecho de Autor, reglamentará 
la materia indicando cuáles son las fuentes de 
información que resultan adecuadas para la 
búsqueda de autores y titulares en cada categoría de 
obras o fonogramas en consulta con los titulares de 
derechos y los usuarios, e incluirán como mínimo, 
la información del registro nacional de derecho de 
autor, así como las bases de datos de las diferentes 
sociedades de gestión colectiva.
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Artículo 22. . Las 
entidades mencionadas en el artículo 20, inscribirán 
en el registro nacional de derecho de autor, 
administrado por la Dirección Nacional de Derecho 

en el artículo 23 de la presente ley, sus búsquedas 
diligentes y tendrán a disposición del público en 
general, la siguiente información:

a) Los resultados de las búsquedas diligentes 
que dichas entidades hayan efectuado y que 
hayan llevado a la conclusión de que una 
obra o un fonograma debe considerarse obra 
huérfana;

b) El uso que las entidades hacen de las obras 
o fonogramas huérfanas, de conformidad con 
la presente ley;

c) Cualquier cambio, de conformidad con el ar-
tículo 24, en la condición de obra huérfana 
de las obras y los fonogramas que utilicen las 
entidades;

d) La información de contacto pertinente de la 
entidad en cuestión.

El Gobierno nacional apropiará los recursos 
necesarios para dicha labor y, a través del Ministerio 
del Interior, con la coordinación de la Dirección 
Nacional de Derecho de Autor, reglamentará la 

Artículo 23. . 

que se establecen a continuación, en relación con las 

a) Puesta a disposición del público de la obra 
huérfana.

catalogación, conservación o restauración.
Parágrafo 1°

artículo 20, podrán hacer uso de una obra huérfana 
con arreglo del presente artículo únicamente a 

en particular la conservación y restauración de las 

culturales y educativos. Las entidades podrán 
obtener ingresos en el transcurso de dichos usos, a 

puesta a disposición del público.
Parágrafo 2°

el artículo 20, se entenderá sin perjuicio de indicar el 
nombre de los autores y otros titulares de derechos 
que sí

Artículo 24. Fin de la condición de obra 
. Los titulares de derechos sobre una obra 

o un fonograma que se consideren obras huérfanas 
tendrán en todo momento la posibilidad de poner 

Artículo 25. Compensación por uso de una obra 

a la condición de obra huérfana de sus obras u otras 
prestaciones protegidas recibirán una compensación 
equitativa por el uso que las entidades a que se 

otras prestaciones protegidas con arreglo al artículo 
23 de la presente ley. El Gobierno nacional, a través 
del Ministerio del Interior, con la coordinación 
de la Dirección Nacional de Derecho de Autor, 
reglamentará la materia.

Artículo 26. 
. Las disposiciones 

de este capítulo se entenderán sin perjuicio de las 
disposiciones relativas, en particular, a los derechos 
de patente, las marcas comerciales, los modelos de 
utilidad, los diseños industriales, la protección del 
patrimonio nacional, los requisitos sobre depósito 
legal, la legislación sobre prácticas restrictivas 
y competencia desleal, el secreto comercial, la 

datos y el derecho a la intimidad, el acceso a los 
documentos públicos y el derecho de contratos, 
así como a las normas relativas a la libertad de 

comunicación.
Artículo 27. . Las 

disposiciones sobre obras huérfanas se aplicarán con 
respecto a todas las obras y todos los fonogramas 

por la legislación sobre derecho de autor y derechos 

así como para las que sean creadas con posterioridad 
a la entrada en vigor de esta.

CAPÍTULO III
 

Artículo 28. A los efectos de este capítulo se 
entiende por:

a) -
tísticas, audiovisuales producidas en cual-
quier formato, medio o procedimiento con 
independencia de que hayan sido publicadas 
o puestas a disposición del público por cual-
quier medio.

b) . La repro-
ducción de una obra, de una manera o forma 

a ella, siendo dicho acceso tan viable y có-
modo como el de las personas sin discapa-
cidad. El ejemplar en formato accesible será 

-
rios y debe respetar la integridad de la obra 
original, tomando en debida consideración 
los cambios necesarios para hacer que la 
obra sea accesible en el formato alternati-
vo y las necesidades de accesibilidad de los 
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c) 
o reconocida por el Gobierno nacional para 

lucro, educación, formación pedagógica, lec-
tura adaptada o acceso a la información. Se 
entenderá también toda institución guberna-

-
ciarios, como una de sus actividades principa-
les u obligaciones institucionales.

d) . Toda persona con y/o en situa-
ción de discapacidad en los términos de la 

-

a las obras en los modos, medios y formatos 
de comunicación accesibles de su elección y 
adecuados a su tipo de discapacidad;

e)  Tratado “para fa-
cilitar el acceso a las obras publicadas a las 
personas ciegas, con discapacidad visual o 

impreso”, adoptado el 27 de junio de 2013, 
en Marrakech, por la Conferencia Diplomáti-
ca “sobre la conclusión de un tratado que fa-
cilite a las personas con discapacidad visual 

-
das”.

Artículo 29. Cuando un ejemplar en formato 
accesible no pueda ser obtenido comercialmente por 

del titular de derechos y sin pago de remuneración, 

con la discapacidad que se trate y se lleve a cabo a 
través de un procedimiento o medio necesario para 
superarla:

a) Reproducir, distribuir y poner a disposición 
-

re el artículo 28 por parte de las entidades 

ejemplar en formato accesible de la obra, ob-

en formato accesible, así como suministrar 
-

quier medio, incluido el préstamo público 
o mediante la comunicación electrónica por 
medios alámbricos o inalámbricos, y tomar 

esos objetivos, cuando se satisfagan todas las 
condiciones siguientes:

dicha actividad tenga acceso legal a esa obra 
o a un ejemplar de la misma.

2. Que la obra sea convertida a un formato ac-
cesible, que puede incluir cualquier medio 
necesario para consultar la información en 

-
-

rio pueda acceder a la obra.

3. Que dichos ejemplares en formato accesible 
-

ciarios; y
4. Que la actividad se lleve a cabo sin ánimo de 

lucro.
b) Reproducir, distribuir y poner a disposición 

o alguien que actúe en su nombre, incluida 
la principal persona que lo cuide o se ocupe 

en formato accesible de la obra para el uso 

ejemplares en formato accesible cuando el 

a un ejemplar de la misma. A la obra que sea 
convertida a un formato accesible no se le po-
drán introducir más cambios que los necesa-

ella.
c) Distribuir o poner a disposición, por parte 

con lo dispuesto en el artículo 30, para uso 

-
gradas en los literales a) y b) de este artícu-

-
ciario en otra Parte Contratante del Tratado 
de Marrakech, siempre y cuando, antes de 
la distribución o la puesta a disposición, la 

-

para saber que el ejemplar en formato acce-

d) Representar o ejecutar públicamente, por 

-

Parágrafo 1°. Cuando se cumplan todos los 
presupuestos para dar aplicación a las limitaciones 

nombre, incluida la principal persona que lo cuide 

podrán importar un ejemplar en formato accesible, 

del titular de los derechos.

consagradas en los literales a) y b) de este artículo se 

artículo 28, distribuirlo, y ponerlo a disposición 

literal d).
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Artículo 30. Sin perjuicio de las demás 
obligaciones contempladas en este capítulo, toda 

1. Determinar que las personas a las que sirve 

-
ción de ejemplares en formato accesible.

3. Desalentar la reproducción, distribución y 
puesta a disposición de ejemplares no autori-

4. Ejercer la diligencia debida en el uso de los 
ejemplares de las obras, y mantener registros 
de dicho uso, respetando la intimidad de los 

CAPÍTULO IV
 

Artículo 31. . 
Las cuestiones que se susciten con motivo de la 
aplicación de esta ley serán resueltas por la jurisdicción 
ordinaria o por las autoridades administrativas en 
ejercicio de funciones jurisdiccionales.

Artículo 32. . Sin 
perjuicio de lo establecido en el artículo 33 de la 
Constitución Política, las autoridades judiciales 
competentes para resolver los procesos de infracción 

estarán facultadas para ordenarle al infractor que 
proporcione cualquier información que posea 
respecto de cualquier persona involucrada en la 
infracción, así como de los medios o instrumentos 

para ello.
Artículo 33. 

. En los procesos sobre 
infracciones al derecho de autor, los derechos 

supresión o alteración de cualquier información 

para ordenar que los materiales e implementos que 

de dichas mercancías infractoras sean destruidos, 
a cargo de la parte vencida y sin compensación 

compensación alguna, se disponga su retiro de los 
canales comerciales.

En el caso de mercancías consideradas infractoras, 

quien resulte condenado en el proceso, a menos que 
el titular de derecho consienta en que se disponga de 
ellas de otra forma. En ningún caso los jueces podrán 

o permitir que tales mercancías se sometan a otros 
procedimientos aduaneros, salvo en circunstancias 

Artículo 34. . 

de la infracción a los derechos patrimoniales de 

descritas en la presente ley, relacionadas con las 
medidas tecnologías y la información para la 
gestión de derechos, podrá sujetarse al sistema de 

perjuicios, a elección del titular del derecho 
infringido. El Gobierno nacional reglamentará la 
materia.

Artículo 35. El artículo 3° de la Ley 1032 de 

2000, quedará así:
 Violación a los mecanismos de 

Incurrirá en prisión de 
cuatro (4) a ocho (8) años y multa de veintiséis punto 
sesenta y seis (26.66) a mil (1.000) salarios mínimos 

lograr una ventaja comercial o ganancia económica 

-
gicas efectivas impuestas para controlar el 
acceso a una obra, interpretación o ejecución 
o fonograma protegidos, o que protege cual-
quier derecho de autor o cualquier derecho 

-
blico, suministre o de otra manera comercia-
lice dispositivos, productos o componentes, u 

respecto de cualquier medida tecnológica 
efectiva:

a) Sean promocionados, publicitados o comer-

medida; o
b) Tengan un limitado propósito o uso comer-

dicha medida; o
c) Sean diseñados, producidos, ejecutados prin-

elusión de dicha medida.

información sobre la gestión de derechos.
4. Distribuya o importe para su distribución in-

formación sobre gestión de derechos sabien-
do que dicha información ha sido suprimida 

5. Distribuya, importe para su distribución, 
emita, comunique o ponga a disposición del 
público copias de las obras, interpretaciones 
o ejecuciones o fonogramas, sabiendo que 
la información sobre gestión de derechos ha 

-
porte, venda, arriende o distribuya por otro 
medio un dispositivo o sistema tangible o in-

-
ber que la función principal del dispositivo 
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distribuidor legítimo de dicha señal.
7. Recepcione o posteriormente distribuya una 

señal de satélite portadora de un programa 
que se originó como señal por satélite codi-

de la señal.
8. Presente declaraciones o informaciones des-

tinadas directa o indirectamente al pago, 
recaudación, liquidación o distribución de 
derechos económicos de autor o derechos 

medio o procedimiento, los datos necesarios 
para estos efectos.

-
blico, suministre o de otra manera comercia-

-
das para ser adheridas a un fonograma, a una 
copia de un programa de computación, a la 
documentación o empaque de un programa 
de computación, a la copia de una película u 
otra obra audiovisual.

-
blico, suministre o de otra manera comer-

para un programa de computación.
. Los numerales 1 a 5 de este artículo 

no serán aplicables cuando se trate de una biblioteca 
sin ánimo de lucro, archivo, institución educativa u 
organismo público de radiodifusión no comercial.

Artículo 36. Vigencia. La presente ley rige a partir 
de la fecha de su publicación y deroga los artículos 
58 a 71 y 243 de la Ley 23 de 1982, así como las 
disposiciones que le sean contrarias.

Atentamente,

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
En nombre del Gobierno nacional y de acuerdo 

a los artículos, 200 numeral 1, de la Constitución 
Política de Colombia, en concordancia con los 
artículos 140 y siguientes de la Ley 5ª de 1992, 
presentamos a consideración del Honorable 
Congreso de la República el proyecto de ley, Por la 

y Derechos Conexos.

I. INTRODUCCIÓN
La innovación y la creatividad son motores 

determinantes de crecimiento económico. Para ello, 
es fundamental contar con una adecuada y efectiva 
protección a la propiedad intelectual que sirva para 
incentivar las mismas. La propiedad intelectual 
incluye dentro de su campo de protección al derecho 
de autor (compositores, autores, escritores, etc.) y a 

productores de fonogramas y organismos de radio y 
televisión).

Una protección adecuada a los derechos de autor 

su remuneración económica, traducida en el bienestar 

de sus obras, lo que sin duda lo constituye en una 
herramienta para la construcción y consolidación de 

tienen un impacto social importante en el país, lo 
cual puede constatarse en el “Reporte sobre la 
información en materia de Propiedad Intelectual en 

de la Propiedad Intelectual (OMPI), en el cual, a 
manera de ejemplo, se observa que para el año 2016 

Nacional de Derecho de Autor, provenientes de todo 
el territorio nacional.

Las industrias del derecho de autor constituyen un 

divisas para el país. La importancia adquirida por los 
productos culturales en el comercio internacional de 
bienes –y sobre todo de servicios– determinó que 
los derechos intelectuales asociados a su creación 
y producción, sean objeto de particular interés 
en las negociaciones comerciales internacionales 
contemporáneas y en las relaciones multilaterales 
entre países, tal como lo evidencia el estudio titulado 
“

Colombia
de la Propiedad Intelectual (OMPI) y elaborado por 

Gordillo.
Ahora bien, en el ámbito jurídico, el titular de 

derecho de propiedad sobre su creación, derecho que 

artículo 61 el cual consagra “

”.
En este sentido, esta materia se encuentra 

regulada a través de la Decisión Andina 351 de 

un lenguaje general que ha permitido interpretar la 
aplicación de los derechos a las nuevas tecnologías y 
permitir que no pierdan vigencia a través del tiempo; 



Página 14 Jueves, 5 de abril de 2018 GACETA DEL CONGRESO  113

acoger nuevas medidas de protección que responden 
a los adelantos tecnológicos que vivimos en la 
actualidad, y por otro lado, conservar el equilibrio 
entre los derechos de los titulares y los intereses de la 
sociedad a la información, la cultura y la educación, 

parte de los compromisos que en materia comercial 
adquirió nuestro país en el marco de diferentes 
acuerdos comerciales, resaltando entre los más 
importantes los suscritos con Estados Unidos de 
América y la Unión Europea, los cuales están 
pendientes de implementar.

Varios de los compromisos pendientes de 
implementación se habían incorporado a la 
legislación nacional a través de la Ley 1520 
sancionada el 13 de abril de 2012. No obstante, 

Constitucional mediante Sentencia C-011 de 2013 

“

del Senado de la República y de la Cámara de 

”.
Posteriormente, se radicó el Proyecto de ley 

número 306 de 2013 Cámara, el cual no culminó el 
trámite legislativo.

Debido a las observaciones de los sectores 
interesados durante el trámite de la Ley 1520 y del 
proyecto de ley 306, el gobierno inició en el 2013 
un diálogo para escuchar las preocupaciones de los 
ciudadanos en relación con la norma propuesta. 

del proyecto con sectores como periodistas, titulares, 
academia, sector tecnología y desarrolladores, y 
bibliotecas y personas con discapacidad visual.

Luego de dichas reuniones los diferentes actores 
remitieron por escrito sus comentarios y sugerencias. 
A partir de ese momento, las entidades involucradas 

emitieron respuesta a cada uno de los comentarios 
allegados. Posteriormente, el 8 de agosto de 2016 se 
publicó el nuevo proyecto de ley para conocimiento 
y consideración de la sociedad civil en general. 
Dicha iniciativa estuvo publicada en los sitios web 
de la Dirección Nacional de Derecho de Autor y del 
Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, para 
comentarios hasta el 22 de septiembre de 2016. 
Como resultado de dicho proceso se recibieron 

manera interinstitucional, acogiéndose varias de las 
propuestas presentadas.

Proyecto de ley número 146 de 2017 Senado, que se 
puso a consideración del honorable Congreso de la 

República, proyecto que se retiró habida cuenta de 
las observaciones que se presentaron en el trámite 
legislativo derivado de algunas observaciones 
direccionadas a que probablemente presentaba 
contenidos que harían pensar que su trámite fuera 
estatutario.

Teniendo en cuenta lo anterior, el Gobierno, con 
el ánimo de atender las inquietudes presentadas 

las citadas inquietudes, así como incluir otras 
proposiciones presentadas. En tal virtud, en primer 

el carácter ordinario de su trámite, lo cual se 

motivación.
En segundo lugar, dar cabida al interior del nuevo 

ponentes, así como al acuerdo que al respecto se 
suscribió entre el Gobierno y la Sociedad de Autores 
y Compositores (Sayco).

Asimismo, se atendieron las proposiciones 
radicadas ante la Plenaria del Senado de la República, 
como resultan ser aquellas relativas a buscar ampliar 

autor frente a todas las personas con discapacidad en 
los términos de la Ley 1618 de 2013, proposiciones 
lideradas por el honorable Senador Juan Manuel 
Galán Pachón y por la honorable Senadora Claudia 

parte del Gobierno nacional del antiguo artículo 27 
del Proyecto de ley número 146 de 2017 Senado.

Por otra parte, fue acogida una petición del 

sugerencia de la honorable Senadora Claudia Nayibe 

antiguo parágrafo 1° del artículo 10 del Proyecto 
de ley número 146 de 2017 Senado, respecto de 

agregar que una medida tecnológica efectiva es 
aquella que no puede ser eludida accidentalmente.

Es pertinente señalar que el presente proyecto 
de ley así como el Proyecto de ley número 146 
de 2017 Senado, fueron trabajados de manera 
interinstitucional por la Dirección Nacional de 
Derecho de Autor, los Ministerios de Comercio, 
Industria y Turismo, Cultura, Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones, Interior y 
Educación. Su objetivo es salvaguardar la identidad 
nacional, y aprovechar el potencial que brinda el 
nuevo entorno digital, reconociendo como una de 

nuestros autores, artistas y productores.

de autor se busca brindar a los creadores de obras, 
músicos, actores, productores de fonogramas y 
organismos de radiodifusión, herramientas para que 

parte, se establecen nuevas limitaciones al ejercicio 
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de los derechos patrimoniales de autor, se crean 

de medidas tecnológicas, se regula el régimen de 

ejemplares de obras en formatos accesibles. Estos 
instrumentos preservan el balance entre el derecho 

informativos, culturales y de educación.

ejercicio de esta forma especial de propiedad, con 
los avances tecnológicos y con los compromisos 
internacionales, el Gobierno nacional solicita se 

la Ley 23 de 1982 y complementa la legislación 
nacional en materia de derecho de autor y derechos 

II. CARÁCTER ORDINARIO  
DEL PROYECTO DE LEY

El artículo 152 de la Constitución Política de 
Colombia señala que las leyes estatutarias regulan 
las siguientes materias:

-

ciudadana.

.
Por otra parte debemos mencionar que a los autores 

se les reconocen unos derechos de carácter moral y 
otros de carácter patrimonial, siendo los primeros los 
considerados como derechos fundamentales. Como 
lo reconoce la Corte Constitucional en la Sentencia 
C-155 de 1998:

“(…) los derechos morales de autor se 
consideran derechos de rango fundamental, en 
cuanto la facultad creadora del hombre, la posibilidad 

particular, su capacidad de invención, su ingenio 
y en general todas las formas de manifestación del 
espíritu, son prerrogativas inherentes a la condición 

dimensión libre que de ella se deriva. Desconocer 
al hombre el derecho de autoría sobre el fruto de su 

espíritu o de su ingenio, es desconocer al hombre 
su condición de individuo que piensa y que crea, y 

los derechos morales de autor deben ser protegidos 
como derechos que emanan de la misma condición 

original).

En el presente proyecto de ley, se hacen 

embargo, el articulado propuesto en ninguna de sus 
partes hace referencia a los derechos morales, que 

implicar, si se regulara su núcleo fundamental, 
recurrir al trámite estatutario.

El proyecto también consagra nuevas limitaciones 

usuarios en general, así como las bibliotecas, las 
personas con discapacidad y las instituciones 

relación con algunos derechos fundamentales. Sin 
embargo, sobre este punto es preciso resaltar que 
no todos los proyectos de ley que se relacionen de 
alguna forma con derechos fundamentales deben ser 
tramitados y aprobados como leyes estatutarias.

Puntualmente la Corte Constitucional ha 
manifestado en reiteradas ocasiones que solo 
pueden llevarse mediante este trámite especial 
aquellas normas que desarrollen el contenido de 
derechos fundamentales, estableciendo elementos 

ejercicio, y por tanto abordan aspectos relacionados 

se debe considerar que todas las normas que tengan 
un acercamiento o relación a un derecho fundamental 
tienen que someterse al trámite estatutario.

Al respecto es pertinente citar a la Corte 

los derechos fundamentales de la siguiente manera:

de contenido que el legislador debe respetar, es esa 

diferenciarlo de otros y que otorga un necesario 
grado de inmunidad respecto de la intervención 
de las autoridades públicas. Y, en sentido negativo 
debe entenderse “el núcleo esencial de un derecho 
fundamental como aquel sin el cual un derecho 
deja de ser lo que es o lo convierte en otro derecho 

fundamental y sin lo cual se le quita su esencia 
fundamental”1 (Subrayado y negrita por fuera de 

es estatutaria o no, dado su grado de especialidad, 
la Corte mediante Sentencia C-434 de 1996 ha 
señalado que:

especial cuando la ley regula “de manera 

siempre que se trate 
de un mecanismo constitucional necesario e 
indispensable para la defensa y protección de un 
derecho fundamental”. (Subrayado y negrita por 

1 Sentencia C-511 del 2013.
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abordó la constitucionalidad de la Ley 1680 

de personas con discapacidad visual, la Corte 
manifestó que al ser este un límite a los derechos 
patrimoniales de los titulares de las obras, dicha 
ley no debía someterse a la reserva estatutaria, 
concluyendo frente a la materia, que “

por lo 
tanto las restricciones

”.
Adicionalmente, la Corte Constitucional ha 

manifestado reiteradamente frente a demandas de 
constitucionalidad, que la mera relación de una 
norma con un derecho fundamental no implica 
acudir al trámite estatutario pues “se vaciaría la 
competencia del legislador ordinario. La misma 

.

 
No fueron creadas dentro del ordenamiento con 

todo evento ligado a los derechos fundamentales”. 
(Sentencia C-013 de 1993). (Subrayado y negrita 

contenido que pudiera vincularse con temas 
estatutarios se decide prescindir del literal d) del 
artículo 5° del Proyecto de ley número 146 de 

publicación de una interpretación o ejecución o de 
un fonograma. Al respecto es necesario recordar 
que el concepto de publicación se encuentra 
íntimamente relacionado con el de divulgación, el 

de ineditud, consagrado este último tanto en la Ley 
23 de 1982 en su artículo 30 como en el artículo 11 
de la Decisión Andina 351.

se le debe dar trámite estatutario, puesto que 
sus disposiciones no abordan directamente la 

de autor, ni alteran su ejercicio, y al incorporar 

por la cual el Gobierno nacional considera que el 
procedimiento para su trámite debe ser el ordinario.

III. ANÁLISIS DE LAS DISPOSICIONES  
DEL PROYECTO DE LEY

A través del presente Proyecto de ley se pretende 
regular seis temas:

1. Derechos de los autores, intérpretes, produc-
tores de fonogramas y organismos de radio-
difusión.

para educación, información y cultura.
3. Protección a las medidas tecnológicas y la 

información sobre gestión de derechos, que 
implica medidas para evitar la elusión de tec-

los derechos en el entorno digital.
4. Obras huérfanas.
5. Disposiciones relativas a los ejemplares de 

obras en formatos accesibles; y,
6. Disposiciones relativas a la observancia del 

cada una de las disposiciones objeto del proyecto:
OBJETO DEL PROYECTO LEY

El proyecto de ley tiene por objeto brindar a los 
creadores de obras, músicos, actores, productores 
de fonogramas y organismos de radiodifusión, 

sus derechos. De otra parte, se establecen 
nuevas limitaciones al ejercicio de los derechos 
patrimoniales de autor, se regula el régimen de 

a la responsabilidad por la elusión de medidas 
tecnológicas. Estos instrumentos ofrecen un balance 

En segundo lugar, el proyecto pretende 
implementar una serie de compromisos de carácter 
comercial adquiridos en el marco de los acuerdos 
suscritos con los Estados Unidos de América y la 
Unión Europea.

CONTENIDO DEL PROYECTO DE LEY
1. 
Acorde con el contenido de los artículos 1°, 2°, 9° 

y 10 del proyecto de ley, se establece una presunción 

objeto de protección los fonogramas publicados por 

Por su parte el artículo 1° introduce dos 
presunciones que deberán tenerse en cuenta en los 
procedimientos civiles, administrativos y penales, 
según las cuales: i) la persona cuyo nombre sea 
indicado, se tendrá por titular de los derechos de la 
obra, y ii) el derecho de autor subsiste en relación 
con la obra, en ausencia de prueba en contrario.

Asimismo, el artículo 9° introduce frente a los 

civiles, administrativos y penales, dos presunciones 
según las cuales: i) la persona cuyo nombre o 
seudónimo o marca u otra designación, se hubiere 
divulgado la interpretación o ejecución o fonograma, 
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se tendrá por titular de los derechos y ii) que salvo 
prueba en contrario, la interpretación o ejecución o 
fonograma, se encuentran protegidos.

Téngase presente que las presunciones señaladas 
para los artículos 1° y 9° no abordan la atribución 
de los derechos entre los titulares del derecho, ya 
que tal materia es regulada a través de los diferentes 
mecanismos de transferencia de derechos previstos 

artículo 10 precisa que las personas naturales o 
jurídicas, a las que en virtud de acto o contrato se 

derechos.
El artículo 2° incluye dentro de los objetos 

protegidos los fonogramas publicados por primera 

publicación inicial en otro país.

creadores, intérpretes, productores y organismos 

los procesos civiles, administrativos y penales en 
defensa de sus derechos.

2. -

derechos y obligaciones de los titulares de derecho 

De esta manera, mientras los artículos 

características patrimoniales de los derechos de 

radiodifusión, puesta a disposición, distribución, 
importación, alquiler, traducción o transformación de 
obras, interpretaciones o ejecuciones y fonogramas; 
los artículos 4° y 11, conforme a los estándares 
internacionales, establecen un nuevo término de 
protección siempre que los titulares sean personas 
a jurídicas, el cual se incrementa en 20 años y se 

la obra, interpretación o fonograma. Por su parte, 

un fonograma o de un fonograma, comunicación al 

obras y grabaciones audiovisuales, y publicación de 
una interpretación o ejecución y de un fonograma).

disposición respecto de la legislación anterior se 
presentan en materia de derecho de reproducción 
y del derecho de comunicación al público. En el 

como derecho de reproducción el almacenamiento 
temporal en forma electrónica. En cuanto al derecho 
de comunicación al público, se aclara que también 
constituye uno de estos actos la puesta a disposición 

al público de una obra protegida, de tal forma que 
cualquier persona pueda tener acceso a esta desde el 
lugar y en el momento que elija.

agotamiento del derecho de distribución, señalando 
que el derecho de distribución se agota con la primera 
venta únicamente respecto de las sucesivas reventas, 

público de los ejemplares vendidos. Al respecto es 
importante señalar que el artículo 3° de la Decisión 

como el soporte material que contiene la obra, como 
resultado de un acto de reproducción.

Finalmente, el artículo 6° del proyecto 

artista intérprete o ejecutante y del productor de 
fonogramas, para los casos en que a los tres se les 

objeto protegido.
3. -

El Internet surge como un nuevo canal de 

intelectuales protegidas (interpretaciones o 
ejecuciones, fonogramas y señales emitidas por los 
organismos de radiodifusión).

De tal manera, los autores, intérpretes musicales, 
actores, productores de fonogramas, y organismos de 
radio y televisión, cuentan con la posibilidad de poner 
a disposición en Internet sus obras, interpretaciones, 
fonogramas y señales, algunos de manera gratuita y 
otros motivados por un interés económico. En estos 
casos es posible establecer medidas tecnológicas 
que permitan controlar el acceso a estos bienes 
protegidos por el Estado colombiano.

de contenido protegido se han desarrollado sistemas 
de gestión de derechos. Estos sistemas establecen las 
condiciones y términos de uso: cómo, quién, cuánto, 
dónde, en qué forma, es posible hacer un uso legal 
de la obra o prestación.

Bajo este entendido, el artículo 12 contempla la 
posibilidad de encausar civilmente aquellos usuarios 
que:

1. “Rompan el candado” o se sirvan de cual-
quier tipo de medio con el objetivo de acce-
der o usar ilegalmente una obra o prestación 
protegida a través de una medida tecnológi-
ca.

2. Supriman la información necesaria para ges-

Como una medida para conservar el balance 
entre el derecho de autor y el derecho a la 
educación, la información y la cultura, el proyecto 
de ley consagra en su artículo 13 un sistema de 

medidas tecnológicas, entre las cuales se cuentan 
las actividades de ingeniería inversa, inclusión de 
componentes para prevenir el acceso de menores 
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a contenido inapropiado (Controles Parentales), 
acceso por parte de las bibliotecas, usos de obras 
o prestaciones amparados por una limitación y 

seguridad de la información llevada a cabo por 
agentes del gobierno. Acorde con lo descrito por el 
artículo 14, el alcance de las normas anteriores solo 
se predica respecto de obras y prestaciones que al 
momento de la entrada en vigencia de la ley no se 
encuentren en el dominio público.

y alcance de la medida incorporada para controlar 

interpretaciones o ejecuciones, fonogramas y 
emisiones de los organismos de radiodifusión deberá 
ser informada.

4. 
-

Como una segunda herramienta de balance entre 
el derecho de autor y el derecho a la educación, la 
información y la cultura, el proyecto de ley consagra 
en su artículo 16 cinco nuevas limitaciones al 

la reproducción temporal que no tenga por sí misma 

préstamo público de ejemplares físicos adelantado 
por bibliotecas, iii) la puesta a disposición de 
ejemplares digitales a través de terminales 
dispuestos por la biblioteca para la consulta de 
obras y prestaciones, iv) la parodia y caricatura y v) 

Como una tercera herramienta de balance, el 
artículo 17 establece un procedimiento trianual 

ante Congreso un proyecto de ley que reforme o 
consagre nuevas limitaciones al derecho de autor y 

5. 
En el Capítulo II del proyecto (artículos 18 a 27) 

se establece la regulación de las obras huérfanas, 
entendidas como tales las obras o fonogramas que 
estén protegidas por el derecho de autor o derechos 

en Colombia o, a falta de publicación, cuya primera 
radiodifusión haya tenido lugar en Colombia, en los 
que ninguno de los titulares de los derechos sobre 

pesar de haber efectuado una búsqueda diligente de 
los mismos (artículo 18).

varios titulares de derechos sobre una misma obra o 

siempre que los titulares de derechos que hayan sido 

relación con los derechos que ostenten.

los archivos, los organismos de conservación 

organismos públicos de radiodifusión; así mismo, 
precisa el ámbito de aplicación del uso de las 
obras huérfanas, señalando en concreto el tipo de 

deben perseguirse con el uso.
Los artículos 21, 22 y 23 regulan la forma en 

la cual deberá efectuarse la búsqueda diligente, la 
manera en que se prueba esa búsqueda diligente y 

con las obras huérfanas.
El artículo 24 deja a salvo la posibilidad para 

que el titular de los derechos sobre una obra o un 

condición reclamando sus derechos. Y el artículo 
25 precisa que en tales casos el titular recibirá una 
compensación equitativa por el uso que se haya hecho 
de dichas obras, lo cual deberá ser reglamentado por 
el Gobierno nacional.

Los artículos 26 y 27 por su parte hace 
aclaraciones respecto de la vigencia de los derechos 
de patente, las marcas comerciales, los modelos de 
utilidad, los diseños industriales, la protección del 
patrimonio nacional, los requisitos sobre depósito 
legal, la legislación sobre prácticas restrictivas y 
competencia desleal, el secreto comercial, etc.; y 
sobre la aplicación de las disposiciones sobre obras 
huérfanas en el tiempo.

6. 

A través del Capítulo III (artículo 28 a 30) se regula 
el uso de ejemplares de obras en formatos accesibles. 
La pretensión de este capítulo es implementar el 
Tratado de Marrakech 

”, adoptado el 27 de junio de 
2013, en Marrakech, por la Conferencia Diplomática 

a las obras publicadas”, suscrito por el Gobierno 

del Estado colombiano. De igual manera, estas 

de 2013 “

los derechos de las personas con discapacidad”.
En consecuencia con lo anterior, el artículo 28 

y Tratado de Marrakech, precisando que las mismas 
tienen aplicación para los efectos de este capítulo. 
Por su parte, el artículo 29 establece las limitaciones 

cuales se permite el uso de obras por parte de las 
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personas en situación de discapacidad en los términos 

distribución y puesta a disposición de ejemplares 
en formato accesible; desalentar la reproducción, 
distribución y puesta a disposición de ejemplares 

el uso de los ejemplares de las obras, y mantener 
registros de dicho uso, respetando la intimidad de 

7. 

El artículo 31 del proyecto de ley señala la 
jurisdicción ordinaria como la competente para 
adelantar las causas que tengan por objeto el 
adecuado ejercicio de los derechos y obligaciones 
establecidos en el proyecto.

En la actualidad, las normas de procedimiento 

infractor que proporcione la información relacionada 
con la transgresión, tal como la identidad de quienes 
participaron en la comisión de la infracción. Por tal 

la facultad de los jueces de ordenar al infractor 
que proporcione información sobre terceros 
involucrados en la infracción y los instrumentos 

Naturalmente, el infractor conserva su derecho de 
no autoincriminarse ni de incriminar personas de su 
círculo familiar, de conformidad con lo dispuesto 
por el artículo 33 de la Constitución Política. El 
artículo 1º de la Ley 1648 de 2013, por medio de 

 describe una 
norma de idénticas características relacionada con 
procesos civiles en materia de propiedad industrial.

El artículo 33 del proyecto de ley establece que, 
luego de un proceso sobre infracción de derecho 

las mercancías son efectivamente infractoras, las 

o cuando el titular del derecho disponga otra 
cosa, y en todo caso serán retiradas de los canales 
comerciales.

Si bien la legislación nacional prevé la 
destrucción de mercancías infractoras, así como 

la infracción, de todas formas, dichas normas no 

compromisos citados.
En efecto, no es claro que la orden de destrucción 

de mercancías infractoras y de elementos y materiales 

otro destino de dichos bienes, tal como la donación 

que, luego de un proceso sobre infracción de derechos 

las mercancías son efectivamente infractoras, sean 

titular del derecho disponga otra cosa, y en todo 
caso, sean retiradas de los canales comerciales. El 
artículo 2° de la Ley 1648 de 2013, por medio de 

 describe una 
norma de idénticas características relacionada con 
infracciones marcarias.

El artículo 34 faculta al titular del derecho 
infringido para escoger bajo cuál sistema hará 

hubiere ocasionado al violar su derecho.
A tales efectos el lesionado podrá elegir entre 

demostrar en un proceso el costo de los daños 
y perjuicios sufridos, o acogerse a un monto 

que sería regulado por el Gobierno en ejercicio 
de facultades reglamentarias. El artículo 3° de 
la Ley 1648 de 2013, por medio de la cual se 

, describe una norma de 
idénticas características relacionada con procesos 
civiles en materia de infracciones marcarias.

Finalmente, en el artículo 35 se incluyó la 
comisión de conductas punibles que violen los 

de protección de derecho de autor y derechos 

distribución, ofrecimiento al público, suministro 

obra audiovisual, o programa de computador y la 
fabricación, importación, distribución, ofrecimiento 

empaques para programas de computador.
Los anteriores artículos no solo permiten cumplir 

con los compromisos adquiridos en el marco de 
acuerdos comerciales suscritos con los Estados 
Unidos y la Unión Europea, al mismo tiempo 
ofrecen una protección legal apropiada a los autores, 
intérpretes musicales y audiovisuales, productores 
de fonogramas y organismos de radiodifusión.

Recordemos que, gracias a nuestros músicos, 
escritores, actores, artistas, libretistas, productores 
de televisión, ha sido posible que en la industria 

productos colombianos, situación que no solo se 
ve representada en ingresos de tipo económico, al 

y artistas una sólida estructura jurídica que garantice 
en el ejercicio de su profesión una forma de vida 
digna y en consecuencia la consolidación de nuestra 
identidad como nación.
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del Congreso de la República el presente proyecto 
de ley.

Atentamente,

SENADO DE LA REPÚBLICA 
Secretaría General  

(Arts. 139 y ss. Ley 5ª de 1992)
El día… del mes de abril del año… se radicó en 

este Despacho el Proyecto de ley número 206, con 
todos y cada uno de los requisitos constitucionales y 
legales, por el Ministro del Interior doctor Guillermo 

 y la Ministra de Comercio, Industria 
y Turismo doctora 

El Secretario General,

SENADO DE LA REPÚBLICA 
SECRETARÍA GENERAL 

Tramitación de Leyes
Bogotá, D. C., 5 de abril de 2018
Señor Presidente:

206 de 2018 Senado, 

, 

de la mencionada iniciativa, presentada el día 
de hoy ante Secretaría General del Senado 
de la República por el Ministro del Interior, 
doctor  y la Ministra de 
Comercio, Industria y Turismo, doctora 

La materia de que trata 
el mencionado proyecto de ley es competencia de 
la Comisión Primera Constitucional Permanente 
del Senado de la República, de conformidad con 
las disposiciones constitucionales y legales.

El Secretario General,

PRESIDENCIA DEL HONORABLE  
SENADO DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 5 de abril de 2018
De conformidad con el informe de Secretaría 

General, dese por repartido el precitado proyecto 
de ley a la Comisión Primera Constitucional y 
envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional 
para que sea publicado en la Gaceta del 
Congreso.

Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la 

República,

El Secretario General del honorable Senado de 
la República,

C O N C E P T O S  J U R Í D I C O S
CONCEPTO JURÍDICO MINISTERIO DE 
HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO AL 
INFORME DE PONENCIA PARA TERCER 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

por medio de la cual se crea el Fondo Nacional de 

1.1
Bogotá, D. C.
Honorable Congresista
NADYA GEORGETTE BLEL SCAFF
Senado de la República
Congreso de la República
Ciudad

por medio 
de la cual se crea el Fondo Nacional de Residencias 

Respetada Presidente:
De manera atenta me permito presentar los 

comentarios y consideraciones del Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público al informe de ponencia 
para tercer debate al proyecto de ley del asunto, en 
los siguientes términos:

El presente proyecto, de iniciativa parla-
mentaria, tiene por objeto 

En desarrollo de lo anterior, el artículo 6 
de la iniciativa plantea la creación del Fondo 
Nacional de Residencias como una subcuenta de la 
Administradora de los Recursos del Sistema General 
de Seguridad Social en Salud (ADRES), entidad que 
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tendría a su cargo el giro directo de los recursos a 
la Institución Prestadora de los Servicios de Salud, 

especial para la práctica formativa de médicos 
residentes, el convenio docencia-servicio y de los 
programas de investigación y/o fortalecimiento del 
escenario de práctica, así como la evaluación de 
desempeño del mismo.

Por su parte, el artículo 7° del proyecto de ley 
establece que el Fondo Nacional de Residencias 

del programa de becas crédito establecidos en 
el parágrafo 1° del artículo 193 de la Ley 100 de 
1993 y ii) con el 0,5% de los recursos recaudados 
para el régimen contributivo de salud, incluidos 
los regímenes especiales; adicionalmente, este 

las becas sean reconocidos automáticamente como 

Al respecto, sea lo primero decir que, de 
conformidad con el artículo 1541 de la Carta 
Política, las leyes pueden originarse en cualquiera 
de las dos Cámaras a iniciativa de sus respectivos 
integrantes, por iniciativa del Gobierno nacional, 
por las entidades señaladas en el artículo 156 o 
por iniciativa popular en los casos previstos en la 

en las que la iniciativa para su creación o reforma 

proyecto de ley busca regular de manera parcial o 
total asuntos de iniciativa privativa del Ejecutivo, 

de la estructura de las entidades de la administración 
pública nacional2, debe contar con el consentimiento 

1 Artículo 154. -
-

 No obstante, solo podrán ser dictadas o reformadas por 

numerales 3, , 9, 11 y 22 y los literales a), b) y e) del 
numeral 19 , las que ordenen participa-
ciones en las rentas nacionales o transferencias de las 
mismas; las que autoricen aportes o suscripciones del 
Estado a empresas industriales o comerciales y las que 

-
sas nacionales.

 -
yectos presentados por el Gobierno.

 Los proyectos de ley relativos a los tributos iniciarán su 
trámite en la Cámara de Representantes y los que se re-

-

2 Artículo 150. Corresponde al Congreso hacer las leyes. 
Por medio de ellas ejerce las siguientes funciones:

 (...)
 7. Determinar la estructura de la administración nacional 

y crear, suprimir o fusionar ministerios, departamentos 
administrativos, superintendencias, establecimientos pú-
blicos y otras entidades del orden nacional, señalando sus 
objetivos y estructura orgánica; reglamentar la creación y 
funcionamiento de las Corporaciones Autónomas Regio-

A este respecto, se ha pronunciado la jurisprudencia 
de la Corte Constitucional, indicando3:

“...Partiendo del enunciado de dicho artículo, 
la Corte ha precisado que corresponde al 
Legislador la determinación de la estructura de 
la Administración nacional. En desarrollo de 

de esa estructura, la tipología de la entidad y sus 
interrelaciones4. Así mismo, el Congreso tiene la 
potestad consecuente de fusión, transformación 
y supresión de dichos organismos5. No obstante, 

artículo 150 Superior no supone un ejercicio 
totalmente independiente por parte del Congreso 
de la República, pues es necesario contar con 

o reformar las leyes referentes a la estructura 

iniciativa para su adopción pertenece en forma 

con lo preceptuado en el artículo 154 Superior6.
En ese orden de ideas, en la jurisprudencia de 

de determinar la estructura de la administración 
nacional, 

 
que tienen que ver con el señalamiento de la estructura 
orgánica de cada uno de ellos, la precisión de sus 
objetivos, sus funciones generales y la vinculación 

7, 

, entre otras”. (Negrilla 

Ahora bien, de acuerdo con la jurisprudencia 
de la Corte Constitucional, la potestad privativa 
del Ejecutivo ha sido entendida no como 
una restricción del Congreso para presentar 
proyectos de ley, sino como la facultad que tiene 
el Gobierno nacional para presentar iniciativas 
sobre asuntos específicos y sobre las cuales 
requiere la anuencia de este.

Gobierno, lo que en el precedente judicial de la 
Corte Constitucional se ha denominado “aval del 
gobierno”8, el cual puede ser dado por el Presidente 
de la República o 

nales dentro de un régimen de autonomía; así mismo, crear 
-

3 Sentencia C-251 de 2011.
4 Sentencia C-1190 de 2000.
5 Sentencia C-299 de 1994.
6 Sentencia C-012 de 2003.
7 Sentencia C-299 de 1994.
8 Sentencia C-177 de 2007.



Página 22 Jueves, 5 de abril de 2018 GACETA DEL CONGRESO  113

:
“Por lo tanto, con base en una interpretación 

.

que dicho consentimiento debe encontrarse probado 
dentro del trámite legislativo, aunque también ha 

para manifestarlo. Incluso, en determinadas 
circunstancias, se ha aceptado que ante la ausencia 
de prueba escrita del aval dado por el Gobierno a 
una determinada disposición durante el trámite 
legislativo, se tome en cuenta la mención que al 
respecto se haya hecho en las ponencias respectivas. 
Por ejemplo, se ha entendido que se ha otorgado el 

presencia del Ministro en la sesión correspondiente 
y por la ausencia en dicho trámite de elementos que 
contradigan el otorgamiento de dicho aval.

Dicho esto, para esta Cartera es claro que la 
creación del Fondo Nacional de Residencias como 
una subcuenta de la Administradora de los Recursos 
del Sistema General de Seguridad Social en Salud 
(ADRES), se encuadra dentro de las materias 
privativas del Ejecutivo, esto es la determinación 

orden nacional. En ese orden de ideas, al no contar 
el Congreso con el aval del Gobierno representado 
en esta Cartera, de acuerdo con sus competencias, 
la insistencia del trámite legislativo del mencionado 
proyecto devendrá en inconstitucional.

cuenta que de acuerdo con lo preceptuado en el 
artículo 66 de la Ley 1753 de 201510 sobre el manejo 
de los recursos de la ADRES, se dispuso que: “La 

9 Sentencias C-266 de 1995; C-032 de 1996, C-370 de 
2004, C-177 de 2007, C-838 de 2008.

10 

2014-2018 “Todos por un nuevo país”.

presupuestación y contabilización de los recursos 
administrados no se hará por subcuentas”. A 
este respecto, es importante considerar que esta 
ley por tratarse del Plan Nacional de Desarrollo 
(PND) actualmente vigente tiene prelación sobre 
las demás leyes, lo que quiere decir que las leyes 
que desarrollen una materia contenida en la Ley del 
PND vigente dará como resultado que las normas 
del Plan serán aplicadas de forma preferente. En 
efecto, el artículo 341 superior sostiene que:

“  El gobierno elaborará el Plan 
Nacional de Desarrollo con participación activa 
de las autoridades de planeación, de las entidades 
territoriales y del Consejo Superior de la Judicatura 
y someterá el proyecto correspondiente al concepto 
del Consejo Nacional de Planeación; oída la opinión 
del Consejo procederá a efectuar las enmiendas que 
considere pertinentes y presentará el proyecto a 
consideración del Congreso, dentro de los seis meses 
siguientes a la iniciación del periodo presidencial 
respectivo.

(...)

 Si el Congreso no aprueba el Plan 
Nacional de Inversiones Públicas en un término de 
tres meses después de presentado, el gobierno podrá 

ley” (Negrilla fuera del original).
Por lo anterior, de insistirse en el artículo 6° de 

entraría en contradicción con el artículo 66 de la 
Ley 1753 de 2015, disposición que hace parte del 
Plan Nacional de Desarrollo actualmente vigente. 
Incluso, la Corte ha advertido no solamente de la 
preferencia del PND, indicando además que la misma 
circunstancia da lugar a la inconstitucionalidad de 
la ley que contradiga la Ley del Plan Nacional de 
Desarrollo. En este sentido se ha pronunciado la 
Corte Constitucional, a saber:

“En primer lugar, la Carta Política señala que el 
Plan de Inversiones Públicas debe ser aprobado por 
una ley que tendrá prelación sobre las demás leyes. 

norma que desarrolle materias contenidas en la Ley 
del Plan Nacional de Desarrollo, no podrá contener 
disposiciones contrarias a la misma, aunque se 
trate de disposiciones legales equivalentes, pues 

prevalencia a Ley del Plan Nacional de Desarrollo”. 
Incluso este Tribunal ha advertido que “una ley que 
contenga disposiciones contrarias a las contenidas 
en el Plan Nacional, será una norma contraria a la 
Constitución”. Esta regla se aplica, tal y como lo ha 
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previsto la Carta, sin perjuicio de la competencia del 

que aumenten o disminuyan las partidas y recursos 
que hubieren sido aprobados en la ley del Plan”11.

De otra parte, en cuanto a la destinación del 
0,5% de los recursos del régimen contributivo del 
Sistema General de Seguridad Social en Salud y de 

del Fondo Nacional de Residencias Médicas 
resulta pertinente considerar que de acuerdo con lo 
preceptuado en el artículo 4812 de la Constitución 
Política los recursos de las instituciones de seguridad 

cual no puede ser variada por el legislador, y en estos 
términos se ha pronunciado la Corte Constitucional13:

“Como la norma superior que se comenta no 

Sobre el carácter absoluto de la citada prohibición 
la Corte14 ha señalado que 

Ahora bien, en concordancia con lo establecido 
en la Carta, el artículo 205 de la Ley 100 de 1993 

recaudadas en el régimen contributivo por parte de 
las Empresas Promotoras de Salud (EPS) a saber: 
i) para cubrir las Unidades de Pago por Capitación 

ii) para el Fondo de Solidaridad y Garantía, en la 

Por lo tanto, esta Cartera considera que esta 

Residencias Médicas con el 0.5% de los recursos 
recaudados para el régimen contributivo resulta 
a todas luces inconstitucional, en tanto que altera 

la prestación del servicio de salud y, por ende, el 
sostenimiento del Sistema General de Seguridad 

11 Sentencia C-016 de 2016.
12 Artículo 48. (...)
 “ -

ella”.
13 Sentencia C-1040 de 2003.
14 Sentencia C-867 de 2001.

Social en Salud (SGSSS), sino que también 
deberán destinarse al pago de la beca crédito y de 
las prestaciones a las que tenga derecho a recibir 
el residente. Bajo esta perspectiva, la destinación 
indebida ordenada en la presente iniciativa traería 
como efecto colateral la disminución de los recursos 
que se giran al régimen subsidiado, lo cual afectaría 
la ampliación de la cobertura del servicio de salud 
para la población más vulnerable del país.

Por otro lado, en lo que tiene que ver con las 
becas crédito contempladas en el parágrafo 1° del 
artículo 193 de la Ley 100 de 1993, cabe resaltar 

académica, el lugar de prestación del servicio social 

pediatría, ginecología y obstetricia, cirugía general, 
medicina familiar, psiquiatría y anestesiología, 

institución de educación superior pública; iii) el 
programa cuenta con criterios académicos para 
condonar el crédito otorgado, y iv) los estudiantes 

de vinculación ni contractual ni por prestación de 
servicios, ni laboral o asimilado con las instituciones 
prestadores de servicios de salud públicas y privadas.

En este sentido, el proyecto de ley rompe con 

las becas crédito en la medida que sustituye los 

que crea un contrato especial entre las Instituciones 
Prestadoras del Servicio de Salud (IPS) y los 

Sistema de Seguridad Social Integral por parte de 
las IPS, sino también la asunción del 100% de la 

que crea presiones adicionales a la nación y genera 

continuación.
Asimismo, es de resaltar que los recursos de beca 

crédito y los demás que el proyecto de ley pretende 

contratos de los residentes médicos, se constituirían 

sin que se consulte la necesidad de incentivar ciertas 

y resolver la distribución territorial de especialistas 
que en muchos casos está concentrada en algunas 
ciudades y municipios.

Sobre el particular, es menester resaltar que los 
Ministerios de Educación y Salud y Protección 
Social otorgan a cada residente por concepto de 
becas crédito un ingreso equivalente a 2 salarios 
mínimos mensuales legales vigentes (smlmv). Para 

por $40.800
2.086 médicos residentes con una beca mensual de 
$ , la cual se paga trimestralmente por el 
tiempo de residencia.
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En el escenario contemplado en la iniciativa 
legislativa, además de aumentar el número de 

residentes aumentaría en alrededor del 100% 
por persona, ya que pasarían de recibir 2 smlmv 
(  a precios de 2018) a 3 smlmv más 
prestaciones (  si trabaja en una IPS privada 
y  si trabajan en una IPS pública a precios 

de 52% y 59%, respectivamente). De esta forma, el 

al Sistema General de Seguridad Social en Salud 

adicionalmente nuevos costos para las IPS.
Para 2016, de acuerdo con los datos disponibles 

del Ministerio de Educación Nacional, 10.008 

se brinda un ingreso de 3 smlmv con prestaciones 
sociales a este número de especialistas, asumiendo 
que la mitad trabaja en IPS públicas, el costo total de 
su sostenimiento es de  millones anuales. 
Asumiendo que para el año 2018 el programa de 
beca de crédito contará con recursos por $40.800 
millones, que se destinará el 0,5% de los recursos 
recaudados para el régimen contributivo de salud 
(
de los recursos recaudados para los regímenes 
especiales (
la nación y las IPS deberían cubrir el faltante de 

una regla sobre la forma en que deberán concurrir al 

tabla se comparan los costos de la situación con y 
sin proyecto de ley:

 
 

 

10.008
$36.515 $3.258

$438.181 $39.093,3
$40.800 $40.800

$106.17915

- $9.670

$281.532 $0

$397.381

Fuente: Ministerio de Educación Nacional de 
Colombia - cálculos MHCP.

Por lo tanto, el proyecto de ley genera presiones 

15 Valor proyectado.

i) por el cambio en la destinación de los recur-
sos que hacen parte del Sistema General de 
Seguridad Social en Salud (SGSSS), en la 
medida que le genera al régimen contributi-

$10 mil millones, respectivamente, lo cual se 

teniendo en cuenta que habría que compen-
sar la disminución de los ingresos del SGSSS 

-

ii) por los recursos faltantes para cubrir el ingre-
so de los residentes, esto por cuanto la ini-
ciativa no aporta reglas de asignación de los 
costos entre las fuentes de recursos, lo que 
implica que la nación tendría que asumir los 

-

pago de los residentes. Cabe resaltar que las 
IPS solo podrían recuperar el mayor costo 
aumentando las tarifas por la prestación de 
servicios. En este sentido, el proyecto de ley 
conduce a un cambio en la situación actual 
de las IPS públicas y privadas, para quienes 
la vinculación de los residentes no afecta sus 

de remuneración a su cargo. Bajo ese marco, 
se incrementarían los costos a las Entidades 
Promotoras de Salud (EPS) y a los regímenes 

-
sionando el incremento de la Unidad de Pago 
por Capitación (UPC), en cada caso.

El impacto anual del proyecto para la nación 
podría ascender a $282 mil millones, bajo el supuesto 
de un nulo aporte por parte de las IPS, después de 
aplicar las demás fuentes que determina la iniciativa 
legislativa, lo que equivaldría a un incremento de 
cerca de un punto porcentual de la UPC. Por lo 
tanto, el proyecto de ley tendría un impacto total 
para la nación de cerca de  mil millones anuales 

 
billones (VPN para el año 2038).

Aunado a lo anterior, el proyecto de ley omite 
el mandato orgánico establecido en el artículo 7° 
de la Ley 819 de 2003, al no contemplar una fuente 

pretende otorgar:
“

normas.

 y deberá ser compatible 

Para estos propósitos, deberá incluirse 

ponencias de trámite respectivas los  
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de la iniciativa y la fuente de ingreso adicional 
.

El Ministerio de Hacienda y Crédito Público, en 
cualquier tiempo durante el respectivo trámite en el 
Congreso de la República, deberá rendir su concepto 
frente a la consistencia de lo dispuesto en el inciso 
anterior. En ningún caso este concepto podrá ir en 

informe será publicado en la Gaceta del Congreso.
Los proyectos de ley de iniciativa gubernamental, 

que planteen un gasto adicional o una reducción de 
ingresos, deberá contener la correspondiente fuente 
sustitutiva por disminución de gasto o aumentos de 

por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público.
En las entidades territoriales, el trámite previsto 

en el inciso anterior será surtido ante la respectiva 
Secretaría de Hacienda o quien haga sus veces”. 

De esta manera, es claro que al proponerse un 

con las cifras del Marco de Gasto de Mediano 
16 y el costo que esta iniciativa podría implicar 

para la nación, recursos que en cualquier caso no 
están contemplados en el Presupuesto General de la 
Nación, en los términos ordenados en el artículo 7° 
de la Ley 819 de 2003.

se abstiene de emitir concepto favorable al proyecto 
de ley en estudio, y, en consecuencia, de manera 
respetuosa, solicita considerar la posibilidad de su 
archivo, no sin antes manifestar la disposición de 
colaborar con la actividad legislativa dentro de los 
parámetros constitucionales y legales de disciplina 

Cordialmente,

16 Decreto número 1068 de 2015: “Por medio del cual se 
-

cienda y Crédito Público”. Artículos 2.8.1.3.2. y siguien-
tes.

LA COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL 
PERMANENTE DEL HONORABLE  

SENADO DE LA REPÚBLICA.
Bogotá, D. C., a los tres (3) días del mes de abril 

del año dos mil dieciocho (2018)

Gaceta del Congreso , las 
siguientes Consideraciones:

 Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público.

doctor 
Viceministro Técnico.

 por medio del cual se crea 

Colombia.
 cinco (05) folios.

 martes tres (3) de abril 
de 2018.

 10:29 a. m.
Lo anterior, en cumplimento de lo ordenado en 

el inciso 5° del artículo 2° de la Ley 1431 de 2011.
El Secretario,

* * *

CONCEPTO JURÍDICO DEL MINISTERIO 
DE TRABAJO AL PROYECTO DE LEY 

por la cual se brindan las condiciones de 

Bogotá, D. C.
Doctor
JESÚS MARÍA ESPAÑA VERGARA
Secretario General Comisión Séptima
Honorable Senado de la República

Bogotá, D. C.

 por la cual se brindan 
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Respetado doctor España:
En respuesta a la solicitud se emite concepto 

técnico por parte de este Ministerio en relación 
con el proyecto de ley en referencia, a través del 

de brindar las condiciones que faciliten la 

días, estacionales o de temporada. El concepto se 
divide en las siguientes secciones: pretensiones del 
proyecto, su contenido, análisis de conveniencia y 
concepto.

1. PRETENSIONES DEL PROYECTO DE 
LEY.

El proyecto de ley busca establecer un marco 

régimen especial de remuneración para aquellas 
personas que prestan servicios personales 
subordinados por días, en condiciones que ha dado 

un jornal que incluya en su pago 

 
El propósito fundamental del proyecto, en palabras 
del artículo primero, es 

Se propone, por medio del proyecto, establecer 
un régimen de remuneración con las características 
del salario integral, aplicadas a la modalidad salarial 
del jornal, en el sentido de conglobar, en un único 
pago, el valor del salario, las prestaciones sociales, 
los aportes al Sistema General de Seguridad Social 
Integral, el valor del trabajo suplementario, el recargo 
nocturno y el descanso obligatorio remunerado.

En el documento, que contiene la ponencia para 
segundo debate del proyecto, se pretende ya no hablar 

artículo 133 del Código Sustantivo del Trabajo.
Para el efecto, el proyecto propone la reforma 

del artículo 133 del Código Sustantivo del Trabajo, 
al establecer una modalidad salarial que, basada en 
el concepto de Jornal, pretende abrir la posibilidad 
de que este esquema remunerativo pueda admitir 
la modalidad de “integral”, de modo análogo a lo 
establecido en su momento por el artículo 18 de la 

Código.

debate, el documento que se comenta prescinde 
de referencias a la modalidad contractual, puesto 
que, en palabras de los ponentes, 

.
Sin embargo, el proyecto, presentado con la 

intención de  
de los trabajadores del campo, entraña y genera una 
profunda inequidad, puesto que, a partir del supuesto 
de favorecer al trabajador, lo que en la práctica 
persigue es eliminar los derechos mínimos, ciertos 
e indiscutibles de los trabajadores, a partir de una 
circunstancia contingente como lo es la modalidad 
de la frecuencia del pago del salario. En otras 
palabras: el trabajador rural que devengue su salario 
quincenal o mensualmente, tiene derecho a las 

cesantía, intereses a la cesantía, vacaciones, aportes 
íntegros al Sistema General de Seguridad Social–, 
mientras que aquel que devenga su salario con 
una frecuencia diaria o hasta semanal, por ese solo 
hecho, pierde las prestaciones sociales, y se ubica 
en una situación precaria ante el Sistema General de 

Así las cosas, el proyecto de ley que se comenta 
coincide en lo fundamental con el Proyecto de ley 
número 172 de 2016, así como con el Proyecto de 
ley número 86 de 2016 y con el espíritu originario 
del Proyecto de ley número 83 de 2016.

Es oportuno reiterar que el proyecto de ley, se 
encamina a establecer el reconocimiento de los 
factores prestacionales y los emolumentos de 
protección y seguridad social, a los trabajadores 
cuya labor se remunere bajo la modalidad de jornal, 
de acuerdo a lo contemplado en el orden jurídico 
laboral, incluyendo a los trabajadores por días, por 
temporadas, estaciones del año y/o cosechas, tal 
como se desprende del artículo primero del proyecto.

2. CONTENIDO DEL PROYECTO DE 
LEY.

PROYECTO DE LEY NÚMERO 83 DE 2016 
SENADO.

Artículo 1°. Del objeto y alcance.

Artículo 2°. Del jornal o la remuneración 
por días.

“Artículo 133. Del jornal y sueldo. Se denomina 
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.
Parágrafo.

Artículo 3°. De la Seguridad Social Integral y 
Sistema de Protección Social.

derecho.
Artículo 4°. Derechos aplicables al trabajo por 

días, cosecha, temporada o estación remunerado 
mediante jornal. Los derechos reconocidos en la 

4.1 -

especiales superando la jornada máxima 

-

4.2  
-

-
 

Artículo 5°. Aplicabilidad, vigencia y 
derogatorias.

Es necesario poner de presente que, en relación 

su título y en su artículo 1º, el proyecto pretende la 
creación de un estatuto especial, por medio del cual 
crea una categoría de trabajadores –los que trabajan 
por días, o en actividades denominadas “estacionales 
y/o de temporada”–, tomando con fundamento la 
adscripción a una modalidad de vinculación laboral 

En otras palabras, el proyecto plantea la intención 

Código Sustantivo del Trabajo para las relaciones 
laborales respecto de las cuales se pretende presentar 
como de corta duración –inferior a un mes– cuando 
en la práctica pueden tener una mayor duración, o 
una vocación de continuidad, ajena a la modalidad 
acordada para el pago del salario. Es así como, 
desconociendo principios del Derecho Laboral, 
el proyecto busca introducir un régimen laboral 
especial para los trabajadores que devenguen salario 
en la modalidad de jornal, con una modalidad 

las relaciones laborales en las que el pago salarial 
se acuerde bajo la modalidad del jornal del régimen 
“general”, aplicable a los trabajadores que pactaren 
su salario en la modalidad de sueldo. De igual 
manera, el proyecto se convierte en un potencial 
instrumento de limitación de derechos mínimos, 
ciertos e indiscutibles como lo son la remuneración 
mínima, vital y móvil, la limitación de la jornada de 
trabajo, el descanso obligatorio, el reconocimiento 
del trabajo suplementario, y el acceso a la seguridad 
social, entre otros, valiéndose de fenómenos 

“estaciones”, o de conceptos subjetivos tales como 
la “temporalidad”.

Es así como el proyecto se presenta, como una 
propuesta dirigida a establecer un ordenamiento 
jurídico laboral diferenciado, para los “jornaleros”, 
con disposiciones especiales en cuanto a la estructura 
y monto de la remuneración, la causación de las 
prestaciones sociales y de los aportes al Sistema de 

estacionales o de temporada”, el cual, en la práctica, 
entraña una desmejora de las condiciones salariales 
y prestacionales de estas personas. El proyecto se 

servicios en la modalidad de Servicio Doméstico, 

día”.
De acuerdo con lo anterior, es posible determinar 

que el proyecto podría desconocer derechos 
fundamentales reconocidos en nuestra Constitución 
Política, por cuanto contraría los principios a la 
igualdad entre los trabajadores, la remuneración 
mínima vital y móvil, la prevalencia de la realidad, 
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los artículos 13 y 53 Constitucionales, así como 
los principios de progresividad, integralidad, 
solidaridad, irrenunciabilidad, universalidad 

consagrados como componentes del Derecho 
Fundamental por ministerio del artículo 48 superior.

En adición a lo anterior, se considera que se 
confunde el jornal con una modalidad salarial 
relacionada con el contenido del pago, y no –como lo 
es– circunscrita ÚNICAMENTE a la frecuencia del 
pago, para derivar de este entendimiento un régimen 
laboral que, de aplicarse, afectaría directamente a 
los trabajadores dependientes de menores ingresos, 
afectando en su perjuicio no solo el monto de su 
salario, sino también el de las prestaciones sociales y 
los aportes a la seguridad social a la cual actualmente 
tienen derecho, y eliminando por vía indirecta la 

incluir disposiciones que han sido declaradas 

o que son contrarias a la Doctrina Constitucional, 
concretamente en el caso de la limitación de la 
Jornada Laboral de los trabajadores del Servicio 
Doméstico.

Esta precisión pone de presente la inconsistencia 
constitucional y legal del proyecto, por lo que, en lo 
atinente a la proposición de un mecanismo especial 
de contratación laboral para un grupo poblacional 

modalidad de pago del salario, se debe concluir que 

Además de lo anterior, es inconveniente, en la 
medida en que lo que se pretende regular ya es objeto 
de regulación, por conducto de las disposiciones 
GENERALES contenidas en el Código Sustantivo 
del Trabajo, aplicables a TODOS los trabajadores. Se 
resalta que, conforme con el ordenamiento jurídico 
actualmente vigente, la regulación del trabajo 
ocasional se encuentra plenamente desarrollada, y 
que halla tipicidad legal en los artículos 6°, 22, 23, 
24, 25, 26, 27, 37, 38, 39, 43, 44, 45, 46, 47, 61, 62, 
127, 128, 129, 132, 133, 134, 136, 141, 142, 143, 
144, 145, 146, 158, 159, 160, 161, 162, 168, 172, 
173, 175, 176, 177, 178, 179, 180, 181, 183, 184 
y 185 del Código Sustantivo del Trabajo, así como 
por lo previsto por los artículos 17, 18 y 204 de la 
Ley 100 de 1993, así como del régimen de aportes 

aplicable para los trabajadores dependientes.
El artículo 13 Constitucional establece el Derecho 

Fundamental a la Igualdad y, al efecto, ha impuesto 
una regla conforme con la cual las personas que se 
encuentran en una misma situación fáctica o jurídica 

trato desigual en el evento en el que las personas se 
encuentren en condiciones distintas, favoreciendo 
a aquel que se encuentre en condición de debilidad 

No cabe duda de que la gran mayoría de las 
personas dedicadas a lo que se ha dado en llamar 
“actividades estacionales o de temporada”, y que 
generalmente suelen ser trabajadores rurales, se 

derivada de las condiciones sociales y económicas 
en las que viven. Teniendo en cuenta que la función 
del Estado, consagrada en el artículo 2º de la 

los derechos subjetivos y de las garantías legales 
establecidas por el ordenamiento jurídico, no se 
entiende cómo se puede mejorar la condición de 
unas personas que se encuentran en una situación 

económicas de sus actividades generadoras de 
ingresos, precisamente por la vía de la restricción 
de sus derechos y la disminución material de sus 

“temporalidad” de la actividad en la que se ocupan. 
Es así como el proyecto de ley contraría el postulado 
constitucional del artículo 13, en la medida en que, 
amparado en un discurso garantista, establece un 
régimen diferenciado en desmedro de un régimen 
general que establece unos derechos mínimos, 
ciertos e indiscutibles para TODOS los trabajadores 
dependientes.

El enfoque de la política pública de erradicación 

las personas que, por condiciones de tiempo, modo 
y lugar, desempeñan labores que se remuneran con 
frecuencia diaria o hasta semanal, no se consigue 
mediante la eliminación de los derechos mínimos, 
ciertos e indiscutibles que el ordenamiento jurídico 

laboral, entendida como la generación de relaciones 
de trabajo observantes de la legalidad laboral, 
particularmente en el campo, o respecto de los 
jóvenes, debe ser general e integral: General, 
por cuanto debe amparar a TODAS las personas 

fundamentales, independientemente de la actividad 
económica que desarrollen, o de la frecuencia de pago 
de su salario; Integral, por cuanto debe atender, de 
manera transversal, TODAS las necesidades básicas 
insatisfechas que afecten a estas personas; mediante 
una intervención intersectorial e interdisciplinaria.

la inconveniencia de las disposiciones referidas; sin 
embargo, el artículo 53 Constitucional, al consagrar 
la IGUALDAD ENTRE LOS TRABAJADORES, 
proscribe la posibilidad del establecimiento 

cuando la diferencia se basa en la frecuencia 
del pago del salario –el jornal– en actividades 
preponderantemente agrícolas o de cuidado. 
Permitir la prosperidad de un proyecto como el que 
se comenta es ahondar la desigualdad entre el campo 

de primera clase”, urbano, intelectual, y “trabajo 
de segunda clase”, rural y físico, en desmedro del 
segundo, que es, precisamente, aquel al que se 
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dedican las personas tradicionalmente marginadas 
de la vida social, económica y política en el país.

La inconveniencia del proyecto queda puesta de 

que pretende introducir un “jornal integral” en 
el ordenamiento jurídico laboral, al incluir en un 
solo pago, diario, un presunto factor prestacional, 
así como lo proporcional al pago de aportes a la 
seguridad social.

Esa sola disposición basta para desestimar 
la procedencia del proyecto, por cuanto su sola 
redacción establece un régimen discriminatorio que 
afecta al trabajador de ingresos bajos: por el solo 
hecho de devengar jornal, este trabajador pierde las 

de cesantía, intereses sobre la cesantía, vacaciones, 

contributivo de salud y al régimen de pensiones, lo 
cual lo deja en clara desventaja ante el trabajador 
urbano, o aquel que devenga su salario en la modalidad 

predomina la informalidad laboral, consistente en el 
pago de un presunto e ilegal “salario integral” que 
no corresponde con lo establecido por el numeral 
2 del actual artículo 132 del Código Sustantivo 
del Trabajo, en su versión del artículo 18 de la Ley 
50 de 1990. Es importante precisar que el salario 
integral se incorporó al ordenamiento jurídico 
colombiano como un mecanismo para reducir los 
costos laborales de los empleadores derivados de los 
salarios altos, esto es, de aquellos que superen en su 

concretamente el factor prestacional, sin afectar el 

Seguridad Social.
Con este fundamento, se pasa al análisis concreto 

de las disposiciones propuestas:
Del objeto y 

alcance.

La lectura del enunciado pone de presente la 
improcedencia de la propuesta, por cuanto hace 

un régimen contractual diferenciado, sobre la base 
de la frecuencia del pago del salario. Este error 
hermenéutico respecto del artículo 133 del Código 
Sustantivo del Trabajo, se da por cuanto la norma 
vigente se limita a decir que el salario que se paga 
con frecuencia diaria y hasta semanal se llama 
jornal, sin más, lo que no es obstáculo para que el 
ponente pretenda construir un “jornal integral” el 

la vulneración de los principios de igualdad entre los 
trabajadores, remuneración mínima, vital y móvil, 
y el de condición más favorable para el trabajador, 
establecidos por el artículo 53 Superior.

temporadas o estaciones” son improcedentes, 

presenta el fenómeno climático de las “estaciones”, 
motivo por el cual es impropio establecerlo como 
periodo de trabajo; por su parte, el concepto de 
“temporada” es subjetivo, coyuntural, ligado a 
ciertas dinámicas empresariales en ciertos sectores 
económicos, y para ciertas actividades, de tal suerte 
que su incorporación al ordenamiento jurídico 
laboral implica el establecimiento de un concepto 
jurídico indeterminado que podría ser interpretado 
de manera unilateral por parte del empleador, en 
perjuicio del trabajador.

El trabajo “de temporada” se regula, actualmente, 

duración, obra o labor determinada. No hace falta 
una nueva regulación sobre el particular; lo que sí 
se puede –y se debe– es dar correcta aplicación a lo 
vigente.

°. “Del jornal o 
remuneración por días

“Artículo 133. Del jornal y sueldo. Se denomina 

PARÁGRAFO.

Esta propuesta normativa se considera abierta-
mente inconstitucional, violatoria del principio de 
la Remuneración Mínima, Vital y Móvil establecido 
por el artículo 53 de la Constitución de 1991, por 
cuanto pretende establecer en el ordenamiento 
jurídico laboral colombiano una modalidad salarial 
bajo el concepto “integral” establecido por el artículo 
18 de la Ley 50 de 1990, aplicable a TODOS LOS 
SALARIOS, independientemente de su valor, pero 
sí con la evidente falencia de pasar por alto que el 
salario integral, como institución jurídica que es, 
comprende en su estructura un factor salarial y otro 
prestacional, el cual no puede ser inferior al treinta 
por ciento del primero. La disposición comentada, 
por sí sola, eliminaría del ordenamiento jurídico 
laboral todas las PRESTACIONES SOCIALES  

a la Cesantía, Vacaciones– así como las horas 
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de descanso obligatorio, etc. De manera que, este 

en Colombia. Es importante poner de presente que 
el artículo 133 del Código Sustantivo del Trabajo 

artículo 127 del Código Sustantivo del Trabajo, y 
las modalidades de estipulación, por el artículo 
132 ibídem, por lo que la propuesta normativa 
que se comenta tiene la clara intención de derogar 
tácitamente lo previsto por estas normas con la 
evidente intención de eliminar del ordenamiento 
jurídico colombiano los derechos mínimos, ciertos 
e indiscutibles que constituyen el núcleo básico del 

norma de protección para los trabajadores.
°. “De la 

Seguridad Social Integral y Sistema de Protección 
Social

Esta disposición contraría al mandato consti-
tucional establecido por el Acto Legislativo número 

Constitución, dispuso que no se podrán establecer 
regímenes previsionales distintos o alternativos al 
Sistema General de Seguridad Social en Pensiones y 
en Salud. Además, contraría los preceptos contenidos 
en los artículos 17, 18 y 204 de la Ley 100 de 1993.

Es importante poner de presente que las 
disposiciones contenidas en la Ley 1753 de 2015, 
en relación con el pago de los aportes al Sistema 
General de Seguridad Social Integral, no establecen 

proporcionales al ingreso devengado, teniendo 
como base el salario mínimo.

lo ordenado por el artículo 7° de la Ley 819 de 2012, 
que establece que aquellos proyectos de ley que 
impliquen la generación de gasto público, deben 
prever en su contenido la fuente de los recursos con 

Adicionalmente, es necesario considerar que a 

para acudir al Sistema General de Pensiones (RPM 
o RAIS) o en salud al régimen contributivo sino a 
través de un esquema subsidiado, no se les debe 
cerrar la posibilidad de acceder al Sistema General 
de Seguridad Social Integral a través del mecanismo 
de BEPS.

En relación con el Servicio Social Complemen-

se debe tener en cuenta que les permite a las 
personas con ingresos inferiores al salario mínimo 
legal mensual vigente o que no tienen un ingreso 

cada persona, para obtener una anualidad vitalicia.
Este mecanismo tiene por objeto promover el 

ahorro voluntario de manera independiente al Sistema 
General de Pensiones, los recursos que por concepto 

Social Complementario (BEPS), junto con sus 
rendimientos se registrarán en cuentas individuales 
dentro del fondo común de BEPS, administrado por 
Colpensiones y al terminar la etapa de acumulación 
de recursos el Gobierno nacional entrega un 

cada persona vinculada a este mecanismo. De esta 
forma los BEPS se convierten en un mecanismo de 
prevención, un esquema alternativo de protección 
social que considera las condiciones de trabajo de 
la población ocupada frente a temas tales como el 

mes, temporalidad, etc.
Adicionalmente se debe poner de presente que las 

a un mes tienen muy baja probabilidad de completar 

vinculación a través de BEPS favorecería a estos 
trabajadores. Otro aspecto que se debe tener en 
cuenta es que los costos asociados al recaudo del 
ahorro a través de BEPS, no los asume la persona 
vinculada, por cuanto se asumen con cargo al 
Presupuesto General de la Nación, convirtiéndose, 
por tanto, en un incentivo para la persona vinculada.

°. “Derechos 
aplicables al trabajo por días, cosecha, temporada 
o estación remunerado mediante jornal. Los 

4.1 -

especiales superando la jornada máxima 
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-

4.2
-

° de la pre-

Esta disposición es improcedente, por cuanto 

comprimida” está creando una jornada laboral que 
vulnera el régimen establecido en el artículo 161 
del Código Sustantivo del Trabajo, así como busca 
dejar sin efecto el régimen de trabajo suplementario 
establecido en el artículo 168 de la misma norma, y 
lo preceptuado por los artículos 172 a 185 ibídem.

La mencionada “semana comprimida” implicaría 
la imposición, sin solución de continuidad, de 
una única jornada de 48 horas, sin descansos ni 
interrupciones, y sin la causación de los recargos 
por trabajo nocturno, o en día de descanso, o de 
trabajo suplementario, sin causar la remuneración 
del día de descanso obligatorio, a partir de la 

de interrumpir “la cosecha” o la “jornada comercial 
que se pretenda atender”. Se trata de un intento de 
establecer un mecanismo legal que, este sí, elimine 
los recargos por trabajo suplementario, nocturno y 
en día de descanso obligatorio. Y todo a partir de una 
interpretación errónea del artículo 133 del Código 
Sustantivo del Trabajo al establecer el jornal como 
modalidad de pago del salario.

el proyecto contravendría lo dispuesto por el artículo 
26 del Código Sustantivo del Trabajo en cuanto a la 

de permitir que el trabajador preste sus servicios a 
varios empleadores, recibiendo la remuneración por 
parte de uno solo de ellos. Lo que se pretende es 

trabajador, sin que varios asuman las obligaciones 
laborales y prestacionales que les corresponden. 
Y todo a partir de una interpretación errónea del 
artículo 133 del Código Sustantivo del Trabajo al 
establecer el jornal como modalidad de pago del 
salario.

concurrencia de contratos de trabajo, consagrada 
en el artículo 26 del Código Sustantivo del Trabajo, 
se establece que el trabajador puede prestar sus 
servicios a dos o más empleadores, devengando, 
en consecuencia, los derechos mínimos, ciertos e 
indiscutibles a los que tiene derecho por cuenta de 
TODOS los empleadores. Lo propuesto lesiona este 
precepto, y afecta perjudicialmente al trabajador.

°. “Aplicabilidad, 
vigencia y derogatorias. 

°

El artículo está redactado de tal forma que, su 
aprobación, dejaría sin efecto las disposiciones 
que regulan el salario mínimo, el salario integral, 
las prestaciones sociales, la jornada laboral, los 
recargos por trabajo suplementario, los descansos 

modalidad de contratación, estaría derogando las 
disposiciones mencionadas en el presente escrito sin 

4.  CONCEPTO
Conforme con las consideraciones precedentes, 

este Ministerio considera que el proyecto de ley 
comentado es inconveniente, por cuanto pretende 
establecer un régimen jurídico que es contrario a la 
Constitución. Si se tiene en mira la mejoría de las 
condiciones sociales y económicas de los trabajadores 
del campo, que prestan sus servicios por días o, en 
general que devengan salario en la modalidad de 
jornal, no hace falta crear un estatuto legal sobre 
el particular, puesto que el ordenamiento jurídico 
actualmente vigente ya establece las herramientas 
y los medios de intervención. De igual manera, el 
proyecto constituye una oportunidad para plantear 

del trabajo dependiente. Así mismo y teniendo en 
cuenta la normatividad vigente, encuentra este 
despacho ministerial que tampoco se hace necesaria 
una normatividad adicional sobre seguridad social, 
como lo pretende el referido proyecto de ley.

Finalmente, en atención al concepto técnico objeto 

concluir que no resulta conveniente adelantar el 

Ministerio de manera respetuosa solicita se realice 
el retiro de esta iniciativa parlamentaria, no sin antes 
estar atentos a las consultas e inquietudes que sobre 
el particular se presenten.

Cordialmente,

Bogotá, D. C.,

Señor:
JESÚS MARÍA ESPAÑA VERGARA
Secretario Comisión Séptima del Honorable 

Senado de la República
Carrera 7 N°

del Congreso
Email: comision7senado@gmail.com
Bogotá, D. C.
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Respetado señor Jesús, reciba un cordial saludo:
De manera atenta, nos permitimos adjuntar copia 

de la respuesta que fue emitida por la Subdirección 
de Análisis, Monitoreo y Prospectiva Laboral, 
respecto del Punto número 2 literales a, c, d, e y f 
para su respectivo conocimiento.

Cordialmente,

RESPUESTA SENADOR JESÚS ALBERTO 
CASTILLA SALAZAR

-

para el Trabajo (OIT)1, durante las últimas 
décadas, tanto en los países en desarrollo como en 

transición del empleo típico al empleo atípico. 
Las formas atípicas de empleo agrupan distintas 
modalidades de empleo que no se ajustan al empleo 
típico, entre ellas, el empleo temporal; el trabajo 
a tiempo parcial y el trabajo temporal a través de 
agencia y otras modalidades multipartitas.

El empleo temporal, que implica la contratación 
de trabajadores por un periodo especí
comprende los contratos de duración determinada o 
basados en proyectos o tareas, así como el trabajo 
ocasional o estacional, incluido el de los jornaleros. 
En la mayoría de los países, los contratos de 
duración determinada se rigen por disposiciones 

contrato, el número de prórrogas y los motivos 
válidos para recurrir a los tribunales. El trabajo 
ocasional consiste en la contratación de trabajadores 

de horas, días o semanas, a cambio de un salario 
establecido por las condiciones del acuerdo de 
trabajo diario o periódico. El trabajo ocasional es un 
rasgo característico del empleo asalariado informal 
en los países en desarrollo de bajos ingresos, pero 
también está surgiendo más recientemente en las 

puestos de trabajo relacionados con la “economía de 
plataformas de Internet” o el “trabajo por encargo”.

En el trabajo a tiempo parcial, las horas normales 
de trabajo son menores que las de los trabajadores a 
tiempo completo en situación comparable. Muchos 

1 OIT (2016). El empleo atípico en el mundo. Retos y 
perspectivas.
OIT, 2016.

parcial comparado con el trabajo a tiempo completo. 

trabajo a tiempo parcial es aquel en el que se trabaja 
menos de 35 horas, o 30 horas, a la semana. En 
algunos casos, las modalidades de trabajo pueden 
consistir en horas de trabajo muy reducidas o en la 

de horas de trabajo. Estas modalidades, conocidas 
como “trabajo a pedido”, revisten distintas formas 
contractuales según el país e incluyen los llamados 
“contratos de cero horas”. Cuando los trabajadores 
no están contratados directamente por la empresa en 
la que prestan sus servicios, participan en relaciones 
de trabajo multipartitas, como sucede cuando el 
trabajador es asignado a un lugar de trabajo y 
pagado por una agencia de trabajo temporal, pero 

la mayoría de los países, el contrato o la relación de 
trabajo se establece entre la agencia y el trabajador, 
mientras que lo que vincula a la agencia y la empresa 
usuaria es un contrato comercial. Por lo general, se 

los trabajadores cedidos por las agencias de trabajo 
temporal y las empresas usuarias; sin embargo, 
en ciertas jurisdicciones se imponen obligaciones 
jurídicas a las empresas usuarias con respecto a 
estos trabajadores, especialmente en lo concerniente 
a la salud y la seguridad.

Para dar respuesta al requerimiento es importante 
tener en cuenta que la ocupación, según la 

es un conjunto de empleos cuyas 

un alto grado de similitud.

independientemente de la actividad económica del 
establecimiento donde trabaja, o cuál es su situación 
en el empleo.

Empleo -CISE-932, adoptada por la decimoquinta 
Conferencia Internacional de Estadísticos del Trabajo 

una persona en un momento dado. Para la CISE, un 

son el tipo de riesgo económico, un elemento del 

empleo, y el tipo de autoridad que tienen o tendrán 
los titulares sobre los establecimientos y sobre 
otros trabajadores. En la CISE se desagregan los 
siguientes grupos: 1) Asalariados, 2) Empleadores, 
3) Trabajadores por cuenta propia, 4) Miembros 
de cooperativas de productores, 5) Trabajadores 

2 OIT (1993). -
 http://

www.ilo.org/public/spanish/bureau/stat/download/r es/
icse.pdf
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tratamiento estadístico de grupos particulares de 
trabajadores. Algunos de dichos grupos representan 

de la CISE-93. Otros grupos pueden encontrarse en 

siguiente:
• Gerentes-propietarios de empresas constitui-

das en sociedad
• Asalariados regulares (contrato estable, le-

gislación del trabajo)
• Trabajadores con empleos precarios (ocasio-

• Trabajadores fuera del establecimiento

pero en la práctica trabajan como asalariados, 
asalariado encubierto)

• Asalariados en programas de promoción del 
empleo

• Aprendices y trabajadores en programas de 
formación

• Aparceros
• Trabajadores de subsistencia

laborales dentro de las categorías de trabajo 
temporal, trabajo por horas y/o trabajo estacional 

la persona en el empleo. Por ejemplo, una enfermera 
licenciada puede estar en condición de asalariada 
(empleo típico), cuando se encuentra vinculada de 
tiempo completo en un hospital o puede estar en un 
empleo atípico del grupo particular de trabajadores 
de la CISE-93, como trabajadora precaria estacional; 
o como trabajadora temporal (en misión).

De acuerdo con las cifras de la Asociación 
Colombiana de Empresas de Servicios Temporales 
(Acoset), el número de trabajadores temporales (en 

primeros semestres de 2016 y 2017.

Primer semestre 2016 516.190
Primer semestre 2017 473.329

Fuente: ACOSET-Observatorio del Mercado 
Laboral (OML).

http://www.acoset.org/images/estadisticas/
informe%20estad%C3%ADstico%20prímer%20
semestre%202017.pdf

En relación con los ocupados por horas trabajadas 
a la semana, la fuente de información básica es la 

Gran Encuesta Integrada de Hogares (GEIH) del 
DANE. La desagregación presentada en la siguiente 
tabla corresponde a aquella estadísticamente 

encuesta por muestreo.

 

Menos de 48 horas trabajadas a la semana 9.679.895
48 o más horas trabajadas a la semana 12.476.246
Menos de 60 horas trabajadas a la semana 18.386.452
60 o más horas trabajadas a la semana 3.769.690

Fuente: Cálculos SAMPL-DGPESF-Mintrabajo 
con base en DANE-GEIH.

-

Según la Corte Constitucional en la Sentencia 
T-386/133, “la categoría de vendedoras o vendedores 

personas que se dedican a diversas actividades, tales 
como: la oferta de bienes o servicios, en las calles, 
aceras y otros espacios públicos, que integran la 

Sin embargo, hay tres tipos distintos de personas 
dedicadas a las ventas informales que pueden verse 
afectados por las medidas, políticas o programas 
tendientes a la recuperación del espacio público 
ocupado por los mismos, a saber”:

• Vendedoras o vendedores informales estacio-
narios, que se instalan junto con los bienes, 
implementos y mercancías que aplican a su 

-

y disfrute del mismo por las demás personas 
de manera permanente, de tal forma que la 
ocupación del espacio subsiste aun en las ho-
ras en que el vendedor se ausenta del lugar 
–por ejemplo, mediante una caseta o un tol-
do–.

• Vendedoras o vendedores informales semi-
estacionarios, que no ocupan de manera 
permanente un área determinada del espa-
cio público, pero que, no obstante, por las 

necesariamente deben ocupar en forma tran-
sitoria un determinado segmento del espacio 
público, como por ejemplo las personas que 
venden perros calientes y hamburguesas, o 
quienes empujan carros de fruta o de comes-
tibles por las calles.

• Vendedoras o vendedores informales ambu-
lantes, quienes sin ocupar el espacio público 
como tal por llevar consigo –es decir, portan-
do físicamente– los bienes y mercancías que 
aplican a su labor, no obstruyen el tránsito de 

3 h t t p : / / w w w . c o r t e c o n s t i t u c i o n a l . g o v . c o / 
RELATORIA/2013/T-386-13.htm
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personas y vehículos más allá de su presencia 
física personal.

-
-

-
-
-

 

Trabajo nocturno Valor Hora Ordinaria+25% de recargo

Valor hora ordinaria+75% de recargo
Vacaciones 4,17%
Primas 8,33%
Cesantías 8,33%

Estos pagos adicionales al salario (cesantías, 
intereses a la cesantía, prima de servicios, vacaciones, 
etc.) solo emanan de un contrato de trabajo, nunca 

la cual no es posible diligenciar la siguiente tabla.

 

Trabajo nocturno
Vacaciones
Primas
Cesantías
LA COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL 

PERMANENTE DEL HONORABLE  
SENADO DE LA REPÚBLICA.

Bogotá, D. C., a los cuatro (4) días del mes de 
abril del año dos mil dieciocho (2018)

Gaceta del Congreso de la República, las siguientes 
Consideraciones.

 Ministerio de Trabajo
 doctora 

 - Ministra y la doctora Marisol Porras 
Mé  - Coordinadora Grupo Interno de Trabajo 
de Atención de Consultas en Materia Laboral de la 

por la cual se brindan las 

 doce (12) folios

 martes veintiuno (21) 

de noviembre de 2017 y miércoles cuatro (4) de 
abril de 2018.

 14:00 p. m. y 14:30 p. m.
Lo anterior, en cumplimento de lo ordenado en 

el inciso 5° del artículo 2° de la Ley 1431 de 2011.
El Secretario,

* * *

CONCEPTO JURÍDICO MINISTERIO  
DE EDUCACIÓN NACIONAL AL 

por medio del cual se crea el Fondo Nacional de 

Bogotá,
Doctor
JESÚS MARÍA ESPAÑA VERGARA
Secretario General
Comisión Séptima del Senado de la República

Bogotá, D. C.
Referencia: Concepto al Proyecto de ley número 

272 de 2017 Cámara, 261 de 2017 Senado.
Respetado doctor:
Adjunto remito el concepto del Ministerio de 

Educación Nacional sobre el
 

por medio del cual se crea el Fondo Nacional de 

Solicitamos de manera atenta, tener en cuenta las 

proyecto de ley.
Cordialmente,
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Copia: honorable Senador Jorge Iván Ospina 

Jorge Eduardo Géchem Turbay - Ponente; honorable 

Pineda - Ponente; honorable Senador Javier 

Senador Luis Évelis Andrade Casamá - Ponente; 

Ponente; honorable Representante Sara Piedrahíta 
Lyons - Autora.

CONCEPTO DEL MINISTERIO DE 
EDUCACIÓN NACIONAL AL PROYECTO DE 
LEY NÚMERO 272 DE 2017 CÁMARA, 261 DE 

2017 SENADO
por medio del cual se crea el Fondo Nacional de 

disposiciones.
I. OBJETO DEL PROYECTO.

El presente proyecto de ley busca crear el 
Sistema Nacional de Residencias Médicas en 

adecuadas para la formación académica y práctica 
del talento humano en salud que cursa programas 

gicas, así como implementar el Fondo Nacional 
de Residencias Médicas y establecer medidas de 
fortalecimiento para los escenarios de práctica del 
área de la salud.

El presente concepto se limita a los aspectos 
contenidos en la iniciativa que involucran al 
sector educativo, sin perjuicio de lo que llegasen 
a considerar otras entidades, en el marco de sus 
competencias.

III. CONSIDERACIONES DE ORDEN 
CONSTITUCIONAL

“Artículo 2º. Ámbito de aplicación. Las 

 (Subrayado fuera de 

el cual la iniciativa legislativa consagra que sus 
disposiciones se aplicarán, entre otras a “(...) las 

 

este Ministerio considera que dicha disposición 
puede tener problemas de interpretación en cuanto 
a su alcance, atendiendo a que al hacer referencia a 
programas  no es claro 
si la disposición va dirigida a programas académicos 

vigente o se circunscribe a programas acreditados en 
alta calidad.

De la redacción del presente artículo, podría 
deducirse que solamente se está contemplando a 

médicas o quirúrgicas con acreditación en alta 

disposición podría ser violatoria del derecho a la 
igualdad (artículo 13 superior) de los estudiantes 

que no han acreditado tales programas.
Cabe recordar que la acreditación en alta calidad 

es un proceso de carácter  que puede ser 
institucional, es decir, de la Institución de Educación 
Superior, o de uno o varios programas ofertados por 
estas y se regula en los artículos 53 a 55 de la Ley 
30 de 1992, así como en los artículos 2.5.3.7.1. y 
siguientes del Decreto número 1075 de 2015 - Único 
Reglamentario del Sector Educación.

artículo 1° de la Ley 1188 de 2008, “

 y se otorga mediante acto administrativo 
por el Ministerio de Educación Nacional, siendo de 
carácter  para los programas de educación 
superior, según lo dispuesto en la Ley 1188 de 2008 y 
en los artículos 2.5.3.2.1.1. y siguientes del Decreto 
número 1075 de 2015 - Único Reglamentario del 
Sector Educación.

Si el presente proyecto de ley solo contempla 

y/o quirúrgicas que cuenten con acreditación 

no acreditados sin que esta discriminación cumpla 
los siguientes requisitos para ser aceptada: i) 

supuestos de hecho diferentes; ii) que se persiga 

Observemos lo señalado por la Corte 
Constitucional respecto al test de igualdad en la 
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sociedades modernas y posmodernas se considera 

se consolida como un bien esencial para el 

o 

 

En otro fallo más reciente, la Corte Constitucional 
resaltó que una de las prerrogativas que se derivan 
de la autonomía universitaria, es precisamente la 
facultad que tienen las instituciones de educación 
superior para cobrar los valores correspondientes 
como contraprestación al servicio educativo que 
brindan:

“

1 Sentencia C-220 de 1997.

 surgidas 

 
disposiciones con arreglo a las cuales se darán sus 

puede inmiscuirse en su manejo.
En suma, no es cierto que esté prohibido 

constitucionalmente a las universidades el cobro 
de derechos académicos, ni que estos deban 
ser gratuitos, pues la Carta permite que aún 

solamente a quienes tienen capacidad económica; 

en el sector privado, donde se la considera como 
debida contraprestación por el servicio educativo 
desplegado por particulares”2. (Negrilla fuera de 

En este sentido, las instituciones de educación 
superior se encuentran plenamente facultadas para 

según el modelo educativo que hayan adoptado 
y de acuerdo con sus orientaciones ideológicas y 
académicas.

En consecuencia y en virtud de dicha garantía, 
los artículos 5° y 12 del presente proyecto de ley 
podrían ser contrarios a la citada prerrogativa 
constitucional, porque estarían ordenando a las 
instituciones de educación superior públicas y 

costos que actualmente deben asumir los estudiantes 

de la salud.

“Artículo 6º. Fondo para la Financiación de 
Residencias Médicas

2 Sentencia C-654 de 2007.
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Artículo 12. Matrículas de las especializaciones 
médicas en Colombia. 

no podrán 

Cabe anotar que, si bien el proyecto de ley 
hace mención al “Fondo para la Financiación 

” y posteriormente se 

tendría dicho fondo, es importante aclarar que 
este sufragaría las obligaciones que surgirían en 
virtud del  que celebrarían los 

con la respectiva institución prestadora de salud. Por 
lo tanto, en los términos planteados por el proyecto 

incurrirían las instituciones de educación superior 
para el desarrollo de los mencionados programas 
académicos.

Para este Ministerio, se podría interpretar que 

cursados por los residentes del área de la salud sea la 
nación y no las instituciones de educación superior. 
Al respecto, advertimos que dicha propuesta 

que la iniciativa determine acertadamente la fuente 

En ese orden de ideas, se sugiere atender lo 
dispuesto en el artículo 7° de la Ley 819 de 2003, 
que dispone:

normas

legislativo y coadyuvar a la efectiva aplicación 
de las leyes, en el presente caso, el proyecto debe 

la Corte Constitucional se ha pronunciado en los 
siguientes términos:

.
Así las cosas, se tiene que para la Corte ha sido 

claro que el Congreso deberá valorar las incidencias 

el presente caso, por lo que consideramos que su 
contenido y alcance podría resultar contrario a lo 
establecido en el artículo 151 de la Constitución 
Política según el cual, las leyes orgánicas están 
llamadas a dirigir la actividad legislativa del 
Congreso de la República.

En tal sentido, y teniendo en cuenta que la Ley 
819 de 2003 es de carácter orgánico, este Ministerio 
sugiere que se atienda lo allí dispuesto para efectos 

que consideramos pertinente, que el Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público se pronuncie sobre el 

procedente sería que, antes de que se apruebe el 

de la propuesta, así como los instrumentos de 
planeación necesarios para su cumplimiento, con 

nueva norma, bajo esa segunda interpretación que, 

“Artículo 7º. Fuentes de Financiación del Fondo 
Nacional de Residencias Médicas. 

-

-
-

Social en Salud.

3 Sentencia C-502 de 2007.
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Atendiendo lo anterior, para este Ministerio 
el presente artículo, al contemplar solamente 

acreditados, puede generar confusión en cuanto a su 
ámbito de aplicación y en caso de que solamente haga 
referencia a programas acreditados en alta calidad, 

no se han acreditado en alta calidad, pero tienen 

“Artículo 5º. Contrato especial para la práctica 
formativa de médicos residentes.

Artículo 12. Matrículas de las especializa-
ciones médicas en Colombia

no 

 

Previo a la presentación de las observaciones por 
parte de este Ministerio, resulta pertinente precisar 
el alcance que tiene el proyecto de ley objeto de 
análisis, de acuerdo con las disposiciones contenidas 
en los artículos previamente citados.

En primer lugar, se observa que la iniciativa 
propuesta se orienta en el sentido de permitir a los 
profesionales del área de la salud, cursar estudios en 

ofertados por Instituciones de Educación Superior 
(de carácter público o privado), pagando por 
concepto de matrícula profesional un valor que 
no puede ser superior a lo establecido en materia 
de costos administrativos y operativos, según lo 
correspondiente a cada uno de estos programas. 
Adicionalmente, se busca que, para el costo de 
matrículas de los residentes de los programas de 

por parte del Ministerio de Salud y Protección 
Social y del Ministerio de Educación Nacional, para 
supervisar de manera coordinada a las Instituciones 
de Educación Superior (artículo 12).

educación superior y se matricule en el respectivo 
programa, celebraría un “

” con la institución prestadora de 
salud con la cual la institución de educación superior 
tenga celebrado el respectivo convenio de docencia 

prácticas formativas en salud que estén previstas 
en el correspondiente plan de estudios, recibiendo 
de parte de la institución prestadora de servicios de 
salud una remuneración que constituye un apoyo 
de sostenimiento educativo mensual, así como las 
condiciones, medios y recursos requeridos para el 
desarrollo formativo (artículo 5°).

Aclarada la forma como quedaría regulado 
el ofrecimiento y desarrollo de programas de 
especialidades médicas y quirúrgicas en el área 
de la salud, de acuerdo con el presente proyecto 
de ley, a continuación presentamos nuestras 
consideraciones.

Efectuado el análisis del artículo 12 del presente 
proyecto de ley, es de señalar que no es posible 

disposición.
Podría interpretarse que son las instituciones de 

educación superior las llamadas a asumir con su 



GACETA DEL CONGRESO  113 Jueves, 5 de abril de 2018 Página 39

cursados por sus estudiantes, frente a lo cual, este 
Ministerio considera que la iniciativa podría resultar 
contraria a la autonomía universitaria consagrada 
en el artículo 69 de la Constitución Política y 
desarrollada en los artículos 28 y 29 de la Ley 30 
de 1992, y ampliamente estudiada por la Corte 
Constitucional, en los siguientes términos:

Reiteramos que uno de los puntos centrales del 
proyecto es que las obligaciones que surjan del 

 que celebrarían los estudiantes 

respectiva institución prestadora de salud serían 
“Fondo Nacional de 

, cuyos recursos provendrían 
del fondo de becas establecido en el parágrafo 1º 
del artículo 193 de la Ley 100 de 1993, (para cuyo 

0.5% de lo recaudado para el régimen contributivo 
de salud, incluidos los regímenes especiales, del 
Sistema General de Seguridad Social en Salud, 
según lo indicado en los numerales 1 y 2 del artículo 
7° de la iniciativa.

Bajo esa perspectiva, surge la duda si 
constitucionalmente es permitido que el mencionado 

estos sean celebrados entre un estudiante y una 

del estudiante, sino la remuneración mensual no 

prestacionales de 

”, incluyendo el disfrute de 

”.
En ese orden de ideas, observamos que con 

la iniciativa se estaría habilitando el pago de 
obligaciones derivadas de una relación contractual 

Tesoro Nacional, lo cual se enmarca dentro de 
las prohibiciones establecidas en el artículo 355 
Superior que establece: “Ninguna de las ramas u 

”.
Frente a este punto, la Corte Constitucional 

en Sentencia C-324 de 2009, se pronunció en los 
siguientes términos:

en el Plan Nacional de Desarrollo o en los planes 
seccionales de desarrollo. (...)

En el mismo fallo, la Corte Constitucional 

el artículo 355 Superior:
-

-
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-
-
-

ción.

-

-
nen mayores necesidades y menores ingre-

-

por la Corte Constitucional en la Sentencia C-412 de 
2012, en la cual dispuso lo siguiente:

ha hecho referencia la jurisprudencia constitucional, 
por cuanto: i) no está de por medio la celebración 
de 

con el Plan Nacional y los planes seccionales 
 según lo dispuesto en el inciso 2 

del artículo 355 de la Carta; ii) no se trata de una 
intervención que haga el Estado con el propósito de 
estimular algún sector de la economía (artículo 334 

de la Carta); iii) no se trata de una medida temporal; 

pues la medida propuesta no está orientada 
principalmente a proteger a personas de bajas 
condiciones socioeconómicas; y v) no corresponde 
al cumplimiento de un mandato constitucional que 

en igualdad de condiciones a los bienes y servicios 
que ofrece el mercado.

IV. CONSIDERACIONES  
DE CONVENIENCIA

Sin perjuicio de las consideraciones de orden 
constitucional presentadas en el anterior capítulo 
frente a las referidas disposiciones, al Ministerio 
de Educación Nacional le surge el interrogante si la 
propuesta de regulación implicaría limitar la apertura 

el área de la salud por parte de las instituciones de 
educación superior.

En efecto, si las instituciones de educación 

los referidos programas el pago de la matrícula, 
y adicionalmente, ellos tendrían un 

 con la institución prestadora de salud en 
donde hagan sus prácticas formativas (el cual sería 

Fondo Nacional de 
), ello en principio supondría 

que el número de cupos nuevos por periodo 
académico que abra cada institución de educación 
superior dependería de la disponibilidad de recursos 
con los que cuente el Ministerio de Salud y Protección 
Social para ser girados a dicho fondo lo cual podría 
afectar negativamente la apertura de nuevos cupos 

el área de la salud.
V.  CONCLUSIÓN

El Ministerio de Educación Nacional reconoce 
la intención loable de la iniciativa. Sin embargo, de 
acuerdo con los argumentos esgrimidos, los cuales 

inconveniencia en la iniciativa legislativa, se solicita 
al honorable Congreso de la República considerar el 

LA COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL 
PERMANENTE DEL HONORABLE  

SENADO DE LA REPÚBLICA – 
Bogotá, D. C., a los tres (03) días del mes 

de abril del año dos mil dieciocho (2018) - En la 
Gaceta 

del Congreso de la República, las siguientes 
Consideraciones.

: Ministerio de Educación Nacional 
 doctora  – 

Ministra
 261/2017 Senado y 

272/2017 Cámara,
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 “por medio del cual se 

Número de folios: ocho (8) folios

 martes tres (03) de abril 
de 2018

Hora: 9:24 a. m.
Lo anterior, en cumplimento de lo ordenado en el 

inciso 5 del artículo 2° de la Ley 1431 de 2011.
El Secretario.

* * *

CONCEPTO JURÍDICO ANDI AL PROYECTO 

por medio del cual se reduce la duración máxima 

La Asociación Nacional de Empresarios de 
Colombia (ANDI), inspirada en el bien común, 
en la democracia  participativa y en la búsqueda 

colombianos, se permite presentar sus opiniones 
con respecto al Proyecto de ley número 01 de 2017 
Senado, que tiene por objeto reducir la duración 

tienen bajo su cuidado a personas diagnosticadas 
con enfermedades en fase terminal.

La ANDI, que comparte plenamente la 
importancia de la protección y cuidado de las 
personas diagnosticadas como enfermo en fase 
terminal, considera importante que se tenga en 
cuenta el artículo 57 del Código Sustantivo del 
Trabajo, que regula las obligaciones especiales del 
empleador, y, particularmente sobre el numeral 
6° del mismo, que hace referencia a las licencias 
que deben concederse a los trabajadores en varios 
eventos, entre ellos, el de grave calamidad doméstica 
debidamente comprobada.

Sobre  este  deber  del  empleador,  la  Corte  
Constitucional  señala  que  constituye  un desarrollo 
de los principios constitucionales de solidaridad 
y dignidad, así como del respeto a los derechos 

fundamentales del trabajador. En la Sentencia C-930 
de 2009, la Corte dijo:

“En el caso de grave calamidad doméstica 
debidamente comprobada, median también 

el empleador esté obligado a responder de forma 
humanitaria 

’. En 

qué es la calamidad doméstica, pero para efectos 
de las licencias a que alude la norma acusada, ha 
de ser entendida 

, el secuestro o 
la desaparición del mismo, una afectación seria de 
la vivienda del trabajador o de su familia por caso 

o terremoto, para citar algunos ejemplos. Todas estas 
situaciones, u otras similares, pueden comprometer 
la vigencia de derechos fundamentales de los 
afectados, o irrogarles un grave dolor moral, y los 
obligan a atender prioritariamente la situación o 
la emergencia personal o familiar, por lo cual no 
están en condiciones de continuar la relación laboral 

imperativo de rango constitucional para suspender 
el contrato de trabajo”.

duración de la licencia obligatoria remunerada con 
motivo de grave calamidad doméstica no puede 
establecerse de manera general y abstracta, sino con 

menciona que:
“No siendo posible establecer de manera previa, 

general y abstracta cuál es el espacio de tiempo 
durante el cual debe concederse al trabajador la 
licencia remunerada para atender la calamidad 
doméstica que lo aqueja en cada caso concreto, 
la Sala entiende que dicha duración debe ser 
convenida entre el empleador y el trabajador en 
cada evento, atendiendo al mencionado principio de 

Como bien lo anota la Corte Constitucional, el 
término de duración de  una calamidad doméstica, 
como lo es el caso de la enfermedad en fase terminal 
de un familiar del trabajador, es imposible de 
establecer de manera, previa y abstracta, como lo 
pretende el proyecto de ley a través de la disminución 
de la jornada laboral.

Fuera del término de duración, un caso de grave 
calamidad doméstica implica el análisis concreto 
de otros muchos factores, por ejemplo, si hay otro 
familiar cercano que puede acompañar y hacerse 
cargo como cuidador permanente de la persona 
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diagnosticada con enfermedad terminal. El proyecto 
de ley no atiende a estos aspectos concretos.

Es importante tener en cuenta que la creación 
de nuevas leyes puede generar confusión y 
probablemente menos protección de la actual para 
las personas diagnosticadas con enfermedades 
terminales, dado los vacíos que ofrece el proyecto 
de ley.

El proyecto de ley hace referencia a la jornada 
laboral del familiar de la persona diagnosticada con 
enfermedad terminal, sin considerar cómo se prueba 
la condición de cuidador permanente y muchos otros 
aspectos que se desprenden de la relación laboral y 
de la protección a la familia.

En ese sentido, no recoge, como sí lo hace la 
jurisprudencia y normas en materia de seguridad 
social en salud, aspectos  relevantes de la protección 
a personas con enfermedades terminales.

Por otro lado, la obligación de otorgar un cuidador 
permanente y capacitado a aquellas personas que 
se encuentran en una condición de salud grave, 
diagnosticados con enfermedades en fase terminal 
y que requieren cuidados especiales, debería ser de 
las Entidades Prestadoras de Salud, quienes deben 

el bienestar del paciente.
En ese sentido, se pronunció la Corte 

Constitucional al indicar que:
“se  vulneran  los  derechos  fundamentales  del  

paciente  y  de  su   cuidador cuando  se  niega  la  
asistencia  profesional  bajo  el    argumento   de  que  

  Encuentra, asimismo, 

salud, tanto del paciente como del cuidador,  cuando 

manifestar la imposibilidad de hacerlo, por causa de 
situaciones sobre las cuales no se  tiene incidencia 

la  asistencia  de una enfermera domiciliaria  resulta 
ser, entonces  la  protección del derecho a la salud de 
ambas personas”.

En suma, en vista de la claridad de los criterios 
de interpretación de la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional frente a los casos de grave calamidad 
doméstica, y de que el proyecto de ley no lograría la 
protección de aquellas personas diagnosticadas con 
enfermedades terminales, la ANDI solicita que este 
proyecto de ley sea archivado.

Cordialmente,

Bogotá, D. C., septiembre 26 de 2017
LA COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL 

PERMANENTE DEL HONORABLE  
SENADO DE LA REPÚBLICA.

Bogotá, D. C., a las tres (3) días del mes de abril 
del año dos mil dieciocho (2018)

Gaceta del Congreso , las  
siguientes Consideraciones.

Asociación Nacional de Empresas de 
Colombia (ANDI).

doctor 
Saldarriaga - Vicepresidente de Asuntos Jurídicos.

 por medio del cual se reduce 
la duración máxima de la jornada ordinaria de 

tres (3) folios

martes tres (3) de abril 
de 2018.

 11:25 a. m.
Lo anterior, en cumplimento de lo ordenado en 

el inciso 5° del artículo 2° de la Ley 1431 de 2011.
El Secretario,

* * *

CONCEPTO JURÍDICO ANDI AL 

La Asociación Nacional de Empresarios de 
Colombia (ANDI), inspirada en el bien común, en la 
democracia participativa y en la búsqueda del mayor 

se permite presentar sus opiniones con respecto al 
Proyecto de ley número 265 de 2017 de Senado, 094 
de 2016 de Cámara, 
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derechos fundamentales a la trabajadora y, consagra la 

potenciales. La Corte en Sentencia T-583/2017  dijo:

ha precisado  

El Ministerio de Trabajo ha establecido que la 

es procedente cuando las actividades del trabajo 
impliquen un riesgo para la vida de la madre aspirante 

al feto. (Resolución número 3716 de 1994).

El proyecto de ley establece que solo se podrán 

prerrequisito para acceder a un empleo u ocupación 

por el Ministerio de Trabajo como de alto riesgo 
para la salud.

Al respecto, es necesario mencionar que el mundo 
de las actividades laborales en Colombia es amplio, 
variado y dinámico, de tal manera que las regulaciones 
adoptadas por el Ministerio del Trabajo sobre 
actividades que generen alto riesgo para la salud, al 

riesgosas para la salud de la mujer gestante.
, establecer una prohibición 

resultar perjudicial para la salud de la mujer gestante, 
ya que se pueden dejar por fuera actividades que 
pueden resultar riesgosas.

Igualmente, este tipo de prohibiciones pueden 
restringir el acceso a ciertos tipos de empleo a la 
mujer, ya que el empleador al no tener la facultad 
de prevenir totalmente el  riesgo, preferirá que estos 
puestos de trabajo sean ocupados por hombres, lo 
cual puede generar discriminaciones de género.

Es así, como debe ser a criterio del empleador, 
quien tiene conocimiento pleno de los posibles 

una ocupación que pueda implicar riesgos para una 

tuosamente solicita que el proyecto de ley sea 

o de lo contrario solicitamos su archivo.
PROPUESTA DE REDACCIÓN

proponemos la siguiente redacción para el artículo 
1° del proyecto de ley:

Modifíquese el artículo 1° del Proyecto de ley 
número 094 de 2016 Cámara, 265 de 2017 Senado, 

que quedará así:

Cordialmente,

Bogotá, D. C., diciembre 12 de 2017
LA COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL 

PERMANENTE DEL HONORABLE  
SENADO DE LA REPÚBLICA.

Bogotá, D. C., a los tres (3) días del mes de abril 
del año dos mil dieciocho (2018)

Gaceta del Congreso , las 
siguientes Consideraciones.

Asociación Nacional de Empresarios 
de Colombia (ANDI).

doctor 
Saldarriaga - Vicepresidente de Asuntos Jurídicos.
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por medio del cual se 

 tres (03) folios

martes (3) de abril de 2018.
 11:24 a. m.

Lo anterior, en cumplimento de lo ordenado en 
el inciso 5° del artículo 2° de la Ley 1431 de 2011.

El Secretario,

Proyecto de ley número 206 de 2018 Senado, 

establecen otras disposiciones en materia de 
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